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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Óscar Andrade. 


MIEMBROS: Señores Representantes Fernando Amado, Alejandro López De Haro, Daniel 
Placeres, Luis Puig y Carmelo Vidalín. 


ASISTE: Señor Representante Carlos Reutor. 


INVITADOS: Por la empresa Pollos Tenent, señores Miguel Fernández, Director; Raúl Fernández, 
Gerente de Producción, y doctor Fernando Pérez Tabó, asesor legal. 


Por la Federación de Trabajadores de la Industria Láctea (FTIL), señora Paola 
Deleón, señores Javier Fandiño, Heber Figuerola, Nelson González y Mauricio 
Sellanes, y por el P.-CNT señor Carlos Cachón. 


Por el Sindicato de Trabajadores de la Industria Química (STIQ), señores Sebastián 
Azpiroz, Raúl Barreto, Bernardo González, José Prieto, Jorge Ramada y Diego 
Zipitría. 


Por el Centro Unión Obreros Papeleros y Celulosa de Juan Lacaze (CUOPYC), 
señores Alejandro Martínez, Presidente; Agustín Buffa, Secretario General; 
Federico Pontet, Tesorero; y señores Julio Burgueño, Washington Cayaffa, Edgardo 
Pérez y Diego Rabaza, delegados. 


Por el Sindicato Único Gastronómico y Hotelero del Uruguay (SUGHU), señores 
Jorge González, Secretario de Finanzas; Oscar Andino, Secretario Departamental de 
Maldonado, y, por los trabajadores de La Pasiva de la ciudad de Maldonado, Luisa 
Alonzo, Elbio Balderramos y Zuleika Lema. 


SECRETARIO: Señor Roberto Juri. 


PROSECRETARIO: Señor Francisco J. Ortiz. 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Andrade Lallana).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Es un gusto para la Comisión de Legislación del Trabajo recibir a la dirección de la empresa Pollos Tenent: a 
su director, señor Miguel Fernández; a su gerente de producción, señor Raúl Fernández, y al asesor legal, 
doctor Fernando Pérez Tabó. 


SEÑOR PÉREZ TABÓ (Fernando).- Nuestra presencia aquí está fundada en la invitación que nos hizo 
la comisión luego de la visita que realizó el día viernes a las instalaciones de la empresa, así que 
estamos abiertos a responder las preguntas o a escuchar los comentarios que los legisladores quieran 
realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mediados de mayo recibimos a una delegación del Sindicato Único de 
Trabajadores de Tambos y Afines que nos planteó las condiciones de trabajo en las avícolas. A partir de 
entonces, agendamos una serie de recorridas por esos establecimientos. 


El grueso de los planteos que realizan los trabajadores tiene que ver con dificultades en el cumplimiento de la 
normativa en materia de salud laboral y de seguridad industrial. Hay denuncias referidas a la estructura de los 
galpones, a la existencia de roedores, a las instalaciones eléctricas, a las cargas superiores a 25 kilogramos. 


Un segundo componente de esta serie de denuncias es que la Inspección General del Trabajo y la Seguridad 
Social llegó a verificar esas irregularidades y generó una clausura apoyada en el riesgo eléctrico. Además, en 
medio de la misma, algunos trabajadores fueron enviados al seguro de desempleo mientras otros, ajenos al 
establecimiento, se encuentran cumpliendo funciones. Esta misma mirada acerca de la circunstancia de 
incumplimiento laboral la confirmó una inspección posterior realizada por el Ministerio de Salud Pública. 


Por consiguiente, existe la hipótesis de que en respuesta a las denuncias de las circunstancias irregulares se 
cerraría el establecimiento. 


En la recorrida realizada la semana pasada, la comisión pudo confirmar algunos aspectos denunciados y se 
los trasladó a la empresa. Me refiero a los problemas estructurales de los galpones y a que, por ejemplo, 
exista un tanque colgado sobre tirantes que están cuasi cediendo, mientras que por abajo circulan y trabajan 
los compañeros; este es el riesgo más importante que percibimos. Pudimos comprobar que a pesar de las 
dificultades que existen, por ejemplo, con respecto a las instalaciones eléctricas, era evidente que se habían 


hecho esfuerzos previos a nuestra visita porque todas las jabalinas a tierra eran nuevas, y además había cajas 
para atender el problema de los roedores 


También llamamos la atención por la carga de bolsas de ración de más de 25 kilogramos, pero parecería que 
esa cuestión se está encauzando. 


Aclaro que nuestro rol no es el de realizar inspecciones y hacer sentencia; no queremos sustituir al organismo 
que se encarga de eso, sino construir una instancia de diálogo entre los trabajadores y la empresa lo más 
sensata posible para atender, de forma razonable y madura, los problemas que puedan existir. En última 
instancia, a todos les hace bien que se pueda corregir lo que está fuera de la normativa. 


Por otra parte, las condiciones de alojamiento en San Antonio son realmente inadmisibles. Un trabajador 
estaba viviendo casi como en una caballeriza, sin ventilación y con niveles de humedad terribles. Otro 
trabajador que está alojado allí con su familia está viviendo en medio de las aguas servidas del pozo ciego 
desbordado, donde no existe cámara séptica. Además, todos los muebles de la casa -hasta la heladera- están 
comidos por las ratas. Es una condición realmente compleja. 


Entiendo que a ningún emprendimiento le genera gracia la solicitud de una inspección en materia de 
condiciones laborales, pero lo que pudimos confirmar quienes hicimos la recorrida fue que no había un 
reclamo caprichoso nacido de la imaginación sino que, efectivamente, era real un conjunto de denuncias de 
extrema gravedad presentadas acá. No es el único caso; también estamos intentando incorporar el mismo 
mecanismo, por ejemplo en el mercado agrícola y en el puerto, para establecer la condición de los 
trabajadores eventuales. 


Este año se ha puesto a discusión una normativa general en materia de salud laboral. Es probable que parte de 
las dificultades que existan también se deban a la insuficiencia de regulación jurídica para atender las 
condiciones de trabajo -a pesar de que son claras las condiciones que deben existir sobre riesgo eléctrico-; 
estuvimos revisando y es cierto que la manipulación de productos tóxicos en las avícolas está 
insuficientemente regulado. Como comisión que está embarcada en contribuir a la discusión que está dando 
el Consejo Nacional de Salud y Seguridad en el Trabajo, en función de poder abordar una normativa más 
precisa en un flagelo muy duro que es el de la siniestralidad laboral y salud laboral, estamos intentando 
contribuir a armar masa crítica. 


En conversación que tuvimos con la empresa ellos sostenían que tenían dificultades para encontrar técnicos 
prevencionistas efectivamente especializados, pero la única forma de especializarse termina siendo la 
experiencia concreta. 


Nosotros no tuvimos una reunión posterior a la visita para poder intercambiar entre todos, pero algunas de las 
cosas que observamos generaron una enorme preocupación, como también que el desenlace de una denuncia 
en materia de condiciones de trabajo termine significando el cierre del establecimiento y el despido de los 
trabajadores que denuncian. Es más, si efectivamente es así, sería el peor resultado posible para el objetivo 
que tenemos como comisión, que es tratar de generar las condiciones para un desenlace diferente. 


Pensé que contaban con la versión taquigráfica donde constaban las denuncias, pero la convocatoria, primero 
a la cámara y después a la empresa, fue para construir mesas de diálogo que puedan tener una forma 
civilizada de resolver estos problemas. 


SEÑOR PÉREZ TABÓ (Fernando).- Tenemos la versión taquigráfica de esa comparecencia, pero 
desde ese primer hecho al día de hoy se han desarrollado otros acontecimientos, entre ellos, la visita de 
ustedes a las instalaciones. 


Quiero precisar algunos aspectos porque hay confusiones. En lo que tiene que ver con esta comisión y la 
duplicación de los ámbitos, compartimos lo que decía el señor presidente en tanto no parece adecuado. 


Como consecuencia de las inspecciones, tenemos dos expedientes en trámite en la Inspección General del 
Trabajo y la Seguridad Social; uno referido a condiciones de trabajo, para el cual se solicitó la presentación 
de una serie de documentaciones y se cumplió en los plazos previstos, y otro referido a condiciones 
ambientales. 


En lo que tiene que ver con las instancias de diálogo, hemos conversado con el sindicato en el ámbito de la 
Dinatra; es más, teníamos una audiencia prevista para el lunes pasado pero fue suspendida a solicitud de la 
representante sindical porque tenía complicaciones para hacerse presente, entonces estamos a la espera de 
una nueva convocatoria. 


Sin perjuicio de ello, me gustaría hacer algunas puntulizaciones. La Inspección General del Trabajo y la 
Seguridad Social no clausuró la granja sino que hizo una serie de observaciones, alguna de las cuales tienen 
un impacto muy grande. Pero también tiene impacto la cantidad de observaciones que se reflejan en el acta, 
por una razón matemática. Hay cinco o seis observaciones que están repetidas en seis galpones, entonces 
cuando uno escritura el aspecto a corregir es una misma cosa multiplicada por seis. No estoy minimizando las 
condiciones de trabajo, que pueden ser inadecuadas, sino tratando de centrarlo en algo más objetivo. Lo 
único que fue clausurado en esa instancia fue una instalación eléctrica en los galpones que hoy está en 
proceso de reparación. 


En lo que tiene que ver con las viviendas, es verdad lo que se plantea. Las mismas son otorgadas por la 
empresa al trabajador pero es el trabajador el que las tiene que amueblar y mantener en condiciones de 
higiene. La empresa no provee un servicio de limpieza de la vivienda que se otorga para el trabajador y su 
familia. Entonces, si hay condiciones inadecuadas en ese plano, esto no es solo responsabilidad de la empresa 
sino que a veces es el propio empleado que no cuida los bienes que se le dan para su uso. 


Por otra parte, hay algunas consideraciones que no tienen la dimensión que este tema ha tomado. Por 
ejemplo, se mencionaban las bolsas de 25 kilogramos. Desde el punto de vista normativo, es una norma renga 
porque establece un límite para algunos productos en particular. No hay una norma legal ni reglamentaria que 
establezca límite alguno pero, además, no necesariamente el peso tiene que estar limitado a 25 kilogramos. 
Esto es más bien anecdótico, por la misma razón de que una misma bolsa se puede manipular entre dos 
personas y eso, por lo menos hasta el día de hoy, no genera ningún problema desde el punto de vista sanitario 
y muchos menos de incumplimiento reglamentario. 


En lo que tiene que ver con el seguro de paro y las afirmaciones que tomaron estado público, acá se ha dado 
una serie de hechos que deben ser considerados: la empresa notó un faltante de aves en el mes de enero y ello 
provocó la realización de una denuncia policial. Luego hubo otro faltante de aves que se verificó en el 
entorno de los ocho mil pollos y se hizo una nueva denuncia el 27 de marzo. Todos esos hechos son 
anteriores a cualquier denuncia. Quiero mencionar esto porque es un hecho que no se considera y, en 
realidad, la detención de las tareas en la granja es consecuencia, primero, de las condiciones de trabajo, 
porque sin duda hay cuestiones para mejorar y eso es lo que llevó a que los galpones fueran lacrados y que no 
hubiera producción en el futuro próximo, pero además, de las condiciones de seguridad de la zona que hacen 
que haya que optar por otro tipo de medidas. Quería aclarar esto para que todos tengamos información un 
poco más cierta. 


SEÑOR PUIG (Luis).- Tomamos contacto con este tema en los últimos meses, más allá de que han 
existido situaciones de avícolas, en general, con problemas en las condiciones de trabajo, imposibilidad 
de organizarse sindicalmente, represión antisindical y demás. 


En este caso concreto, la delegación hizo denuncias muy graves desde el punto de vista de las condiciones de 
trabajo, en cuanto a deterioro de las instalaciones, al riesgo eléctrico y a la forma de desarrollar las 
actividades. Además, si estamos hablando de establecimientos que crían animales para consumo humano, 
diría que las denuncias que se realizaron tienen que ver también con salud pública. 


Cuando solicitamos hacer la visita, contábamos con una serie de elementos descriptivos planteados por los 
trabajadores, pero también habiendo tenido contacto con las actas del Ministerio. De las visitas que hicimos 
la semana pasada, la que tiene que ver con la cabaña Sauce y San Antonio, claramente, desde nuestro punto 
de vista, confirma plenamente las denuncias de los trabajadores. Se habla del deterioro edilicio y cuando 
visitamos los diferentes galpones pudimos comprobar las condiciones de la infraestructura. 


Se puede decir que hay insuficiente regulación para el tema de avícolas y es cierto. Sin embargo, hay 
obligaciones comunes a cualquier actividad que se desarrolle en el país. Las condiciones en que deben estar 
las instalaciones eléctricas, por el peligro que implica, están descritas en numerosa normativa que alcanza a 


varias industrias, y no pensamos que las avícolas sean una excepción. Las instalaciones eléctricas estaban en 
condiciones deplorables. 


Es cierto que encontramos jabalinas, pero era evidente que habían sido colocadas recientemente, porque el 
material aun brillaba y todavía estaban marcados los golpes para enterrarlas; de la misma manera lucían las 
casetas de control de roedores. 


Por otra parte, en uno de los galpones encontramos un tanque de fibrocemento atado con cuerdas a unos 
tirantes, y por eso, a nuestro entender, afirmar que esas son condiciones adecuadas de trabajo es un profundo 
error. 


La situación general de los dos primeros establecimientos que visitó la comisión es muy preocupante. En San 
Antonio, donde el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social clausuró, a partir de las deficiencias constatadas 
en las instalaciones eléctricas -lo que se estipuló claramente- y de consideraciones vinculadas con 
condiciones de trabajo y de infraestructura, pudimos observar varias cosas, entre otras, las condiciones de la 
vivienda de los dos trabajadores, que eran realmente deplorables: un pozo negro con un robador y materias 
fecales recorriendo el predio, y por eso digo que en este caso está comprometida la salud pública en general. 
Es decir, constatar la forma en que viven los trabajadores da una idea clara de que no existe gran 
preocupación por las condiciones de trabajo. 


Asimismo, no hay una norma específica que regule el manejo de bolsas de veinticinco kilos; puedo aceptar 
que se argumente que la normativa no se refiere específicamente al alimento para aves, pero no se puede 
decir que se podrían levantar con dos personas. Honestamente, no creo que exista ningún argumento como 
para plantear algo así. Podría decir que el argumento de la empresa me convenció, pero por honestidad 
intelectual debo decir que no creo que sea así. 


Después de haber visto las condiciones de trabajo en estos dos establecimientos, me preocupan las 
condiciones de insalubridad, el peligro potencial para su salud y la vida y, al mismo tiempo, la salud pública, 
porque no olvidemos que estamos hablando de producción de alimento para consumo humano. 


Por otro lado, preguntamos al señor Fernández -en presencia de integrantes del sindicato- si allí se realizaban 
asambleas, y nos contestó que había que consultar al responsable de recursos humanos. En este caso, hay 
normativa que regula las libertades sindicales y la promoción de la actividad sindical, aspectos que no se 
respetan en estos establecimientos, aunque esté claramente establecido. 


Entonces, analizadas estas situaciones, se puede concluir que están muy lejos de conformar ámbitos de 
trabajo saludables. 


Creo que hay que corregir muchas cosas. Es cierto que la comisión no es el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, pero tiene la obligación de encontrar ámbitos de entendimiento que permitan cambiar 
radicalmente esta situación, porque en este caso no alcanza con paliativos. Hay que tomarse el tiempo 
necesario para construir la infraestructura adecuada, para que no haya riesgo eléctrico, y para que las aguas 
servidas no corran por los predios donde se produce alimento para consumo humano. 


Insisto en que las condiciones donde viven los trabajadores son realmente deplorables. 


Es cierto que la tercera visita, a establecimientos de Melilla, fue distinta, porque pudimos constatar que se 
renovó la infraestructura y demás, pero en las dos primeras las condiciones en general eran, a mi entender, 
deplorables. 


La comisión está abierta a encontrar cambios, que implican el reconocimiento de la organización sindical y el 
derecho a desarrollar actividades sindicales; de lo contrario, será un cúmulo de buenas intenciones que no 
conduce a nada. 


En resumen, creo que en los dos primeros establecimientos que visitamos no se respetan las condiciones de 


trabajo, se trabaja en condiciones que, a mi entender, comprometen la salud pública y no se respetan los 
derechos laborales. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- Soy el más escéptico de la comisión. 


Nunca había ido a esta avícola en particular, pero conozco otras. No fui al primer establecimiento, porque 
estaba afectado de los bronquios, pero sí a San Antonio, el que está clausurado. Estamos en 2015 y los 
trabajadores nos comimos el sistema de calificación ISO 9000, 2000, 14000, por el que las empresas 
quisieron involucrar al trabajador para mejorar la calidad del trabajo. Siempre el trabajo estuvo cuestionado 
por razones de competitividad y de desarrollo, pero puedo decir que en San Antonio pude ver condiciones de 
trabajo muy penosas, y se me cayó una imagen, a tal extremo que pedí al representante empresarial que 
entrara a la vivienda. Se me podrá decir que el trabajador es responsable por las condiciones de su vivienda y 
la empresa por la venta, pero el responsable de la empresa entró a la vivienda y vio lo mismo. Sacamos fotos 
de la vivienda, pero lamentablemente no la podemos ver acá, aunque, si la empresa lo desea, podemos 
enviarlas. En las fotos se aprecian las condiciones lamentables en que viven los trabajadores, y lo que 
afirman los compañeros de las aguas servidas es cierto. 


Por otra parte, se habló del faltante de ocho mil pollos; lo puedo entender, pero ¡qué casualidad que siempre 
se corte por el lado más fino! Si entiendo bien, hay un encargado. ¿No es así? Hay una denuncia policial por 
este faltante, pero mientras se investiga, corto por el lado más fino, y eso no ayuda en este caso. 


Por supuesto, el Parlamento está para legislar, pero todos los problemas que se plantean acá se envían a los 
Ministerios competentes. En este caso, la comisión está buscando caminos de entendimiento, pero queremos 
involucrar a todas las partes. 


Creo que mientras se encuentra una solución, la gente no puede quedar tirada. Digo esto porque se ha dicho 
que se mandó a todo el personal al seguro de paro, pero no es cierto, porque durante nuestra visita a San 
Antonio nos guió el encargado, a quien, inclusive, le comenté que habría que hacer un test a los afectados, 
porque no podía creer que hicieran desaparecen ocho mil pollos. 


La empresa tiene derecho a denunciar, pero también tiene que dar señales; debe reconocer que hay cosas que 
están mal, porque en San Antonio, que fue el establecimiento que pude visitar, las condiciones de trabajo eran 
deplorables. 


El abogado que representa a la empresa tiene mucha experiencia en negociaciones colectivas y sindicales, y 
por eso debe saber que cuando uno busca ámbitos de entendimiento tienen que quedan en stand by algunas 
decisiones para seguir trabajando. Si la empresa hoy reconociera que las condiciones de trabajo son precarias 
y expresara su voluntad de trabajar en conjunto, dejando en stand by las medidas adoptadas, se podría 
mejorar, pero no puedo creer que se afirme que estos dos trabajadores se llevaron ocho mil pollos, porque esa 
afirmación corresponde a la justicia y la investigación correspondiente está en curso. Lo triste es que la 
primera medida que se adoptó, mientras se investiga, fue dejar afuera a los trabajadores. Eso es prejuzgar; 
pero ¿qué pasaría si la justicia definiera que esos trabajadores no tuvieron nada que ver? Quizás el daño ya 
sea irreversible. Además, quiero informar que estos trabajadores no son los mejor remunerados en Uruguay; 
todo lo contrario, por las características del sector. 


Aconsejaría apelar al sentido común. Las condiciones de trabajo en San Antonio son muy deplorables. Es 
cierto que en Melilla encontramos cambios, inversiones en galpones y demás. 


SEÑOR PÉREZ TABÓ (Fernando).- Obviamente, tenemos visiones diferentes. 


Es cierto que hace años que conocemos a algunos de los integrantes de la comisión. No decimos que las 
condiciones de trabajo del establecimiento de San Antonio sean perfectas, tampoco que no haya condiciones 
de trabajo que mejorar, pero quiero centrar el argumento en un hecho que me parece que demuestra que en 
algunos aspectos las responsabilidades son compartidas. Esta empresa es la misma que gestiona la granja de 
Melilla y la de San Antonio. Por lo tanto, si hay condiciones que hacen al mantenimiento de las instalaciones, 
seguramente muchas sean responsabilidad del empleador, pero otras no, sino de aquellos que tienen, 
precisamente, la responsabilidad de mantener las instalaciones, porque la empresa aplica la misma política y 
tiene la misma gente. Quienes me acompañan gestionan tanto la granja que tiene condiciones de trabajo que, 
en palabras de los señores diputados, son adecuadas, como también las que tienen condiciones inadecuadas, 
que hay que corregir. 


En segundo término, debo insistir en un aspecto, porque hay afirmaciones que no se ajustan a la realidad. El 
inspector actuante del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no clausuró la granja, sino una instalación 


eléctrica. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No fue una sola instalación eléctrica; nosotros vimos el acta. 


SEÑOR PÉREZ TABÓ (Fernando).- Sí, pero, conforme a la normativa vigente, la clausura como 
sanción se refiere a una clausura que dispone, no un inspector, sino el ministro de Trabajo y Seguridad 
Social mediante resolución fundada. En este caso, hubo clausura de las instalaciones eléctricas de los 
galpones, como medida preventiva, resuelta por el propio inspector. Una cosa es la clausura de la 
instalación eléctrica y otra de la granja. 


Por último, me quiero referir a los derechos que asisten a los trabajadores en materia de organización 
sindical. El derecho está fuera de discusión. La empresa no tiene una política que desconozca las normas 
vigentes, ya que funcionan organizaciones sindicales en todos los ámbitos, tanto en las plantas de faena, 
como en los puntos de venta. En este sentido, no hay problemas. No obstante, a veces los trabajadores 
pierden de vista que, conforme a la ley vigente, la actividad sindical en horas de trabajo debe requerir el 
consentimiento del empleador; lamentablemente, muchas veces eso no se cumple, y eso sí puede generar 
alguna dificultad. SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Andrade).- Creo que hay aspectos que, por lo menos, son 
polémicos. Cuando los trabajadores estuvieron en la Comisión nos dejaron una copia de la actuación del 
Ministerio en la que se afirma que mientras se mantenga la clausura se deben abonar los jornales. Es obvio 
que sin las instalaciones eléctricas no se puede desarrollar la labor. Por ejemplo, si en un centro de trabajo 
hay excavaciones y estas se clausuran, es obvio que mientras eso suceda solamente se podrán desarrollar 
tareas que tengan que ver con la resolución de los problemas de salud laboral. Claro que ese trabajo en la 
planta lo tendrían que hacer los electricistas y no los otros trabajadores, pero no vamos a colocar ahí el fondo 
de la cuestión. 


En realidad, existen situaciones complejas, pero hay aspectos que no dependen de la gestión. Un ejemplo que 
quizás sea de lo más complejo a resolver en materia de condiciones de trabajo -hay otros problemas que de 
repente se pueden solucionar con medidas menos complejas- tiene que ver con las infraestructuras de los 
galpones, que no son todas iguales: si hay una infraestructura semiobsoleta y otra que no lo está, no se 
pueden gestionar de la misma forma. En este caso, los trabajadores tienen poco para hacer, porque si uno ve 
que hay puntales que están cediendo y que algunos están apolillados, ¿qué condiciones tienen para resolver el 
problema? 


Hay asuntos que pueden ser de menor dificultad para solucionar, por ejemplo, el de la manipulación de las 
cargas. Es tan sencillo como llenar la tolva al límite que uno quiere -puede cargarla de 30 o de 20— y eso 
podría llevar dos minutos resolverse, pero hay otros aspectos más complejos como modificar toda una 
estructura. 


No venimos acá a emitir un juicio, pero sí vamos a hacer un seguimiento del desenlace de este asunto en la 
medida en que hubo denuncias en materia de salud laboral y demás, y hay circunstancias que debemos 
proteger. Entendemos que no se trata de denuncias infundadas -no es que haya un invento en materia de salud 
laboral-, y no queremos que se corte el hilo por lo más fino, diciendo que acá hay problemas de seguridad y, 
entonces, termino despidiendo a los trabajadores que hicieron la denuncia. 


SEÑOR PÉREZ TABÓ (Fernando).- ¿Me permite una interrupción? 


Creo que hay una confusión, porque el único trabajador al que se despidió como consecuencia de un faltante 
fue al sereno. No hubo ninguna calificación, ni siquiera de la conducta; lo único que se hizo fue un 
razonamiento lineal. Si faltaron las aves, porque fueron sustraídas -salvo que haya sido en horario diurno, en 
el que estaba todo el personal-, la única probabilidad es que la persona que tenía a su cargo la vigilancia en 
horas de la noche, en la mejor de las hipótesis, no cumplió. Quiero que esto quede claro porque no se 
despidió a nadie, excepto al sereno y fue por esa razón. 


SEÑOR PUIG (Luis).- Tener diferentes interpretaciones sobre un hecho no es malo, pero creo que hay 
algunas cosas que son hasta de sentido común. Si una empresa tiene una situación de infraestructura 
deplorable en materia de galpones -en Sauce y San Antonio; el establecimiento de Melilla tiene 
condiciones distintas-,no acepto que se diga que hay responsabilidad compartida. ¿Qué potestad tienen 


los trabajadores para decir que hay que hacer un galpón nuevo, que se deben cambiar los soportes del 
techo o que se tiene que hacer una instalación eléctrica que prevenga una descarga en quienes 
desarrollan su actividad allí? ¿Podrán decir los trabajadores que hay que cambiar un tanque de 
fibrocemento atado con cuerdas y que está colgado, sobre los lugares en que se trabaja? ¿Tienen poder 
decisión? ¡Yo pienso que no! Sinceramente, no creo que haya una responsabilidad compartida. Si me 
dicen que sí la tienen en cuanto a mantener en buen uso alguna herramienta, puede ser, pero no para 
definir sobre las instalaciones o construcciones en estado deplorable. ¿Podemos equiparar la 
responsabilidad del empleador con la del trabajador? Yo creo que no. ¡De ninguna manera! Ese es un 
concepto que no resiste el menor análisis. El trabajador que está desarrollando su actividad, ¿es el que 
resuelve sobre las inversiones de la empresa para cambiar la infraestructura? Discúlpeseme, pero no 
creo que sea así. 


Por lo tanto, no me parece que sea adecuado que se diga que como en otras áreas de la empresa las cosas 
están en buenas condiciones y en estos lugares no, la responsabilidad es compartida. No creo que sea así. 
Claramente es responsabilidad del empleador. 


Simplemente quería trasmitir esta constatación. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- Comparto lo que acaba de decir el diputado Puig, en el sentido de que 
no hay responsabilidad compartida cuando la inversión no la pone el trabajador. Yo no puedo creer 
que al trabajador le hayan preguntado si quería vivir en esas condiciones o si lo llevaban a otra casa 


La empresa tiene la potestad de decir que no va a proporcionar un hábitat al trabajador porque no tiene las 
condiciones para hacerlo, pero no ponerlo en las condiciones en que estaba viviendo. Ese es un razonamiento 
lógico. Después, cuando alguien constata las condiciones en que allí vive la gente, no lo puede creer. 


Confieso que a mi se me cayó de la estantería la imagen de un sector. A esta empresa no la conozco, pero sí 
conocí a la gente que lo administra. Cuando llegan las denuncias de la gente que trabaja allí -conociendo a la 
otra parte— uno se queda con la duda, pero luego constata que las condiciones son peores que las 
denunciadas. Por eso me tengo que sincerar. Yo le pregunté al dueño del establecimiento, ¿usted viviría en 
estas condiciones? Puedo entender que no transite por allí día a día o mes a mes porque uno delega en los 
encargados, pero tiene que haber una lógica, y la propia gente encargada no puede permitir que se den esas 
condiciones. Si la empresa resuelve proporcionar un hábitat a la gente para que pueda vivir en el 
establecimiento tiene que hacerlo en el marco de las condiciones adecuadas y no en la situación precaria 
como la que vimos. 


Reitero que no se trata de responsabilidad compartida, porque el trabajador solo se desempeña por su salario. 
De paso digo que debe ser una pelea bancar todo el mes con los ingresos que se tienen; no estoy diciendo que 
esta sea la única empresa con esos niveles porque la situación es compleja en todo el sector agrícola, pero 
habría que buscarle la vuelta. En esto tendríamos que legislar, no solo por las condiciones de la vivienda, sino 
del ingreso, que también es bastante complicada. 


SEÑOR PÉREZ TABÓ (Fernando).- Quizás estemos yendo demasiado al detalle, pero es verdad que 
uno de los trabajadores de San Antonio habita en un espacio inadecuado y quizás, como dice el 
diputado Placeres, la responsabilidad de la empresa fue no haberse negado a que eso sucediera. Lo que 
pasa es que en el terreno de la vida real eso fue una solicitud del propio encargado de la granja que 
tenía un vínculo -no sé si de amistad o de conocimiento-, con esa persona, que se había quedado sin 
vivienda y solicitó si se le podía dar abrigo en algún lado. Reconozco que desde el punto de vista 
reglamentario es una vivienda que quizás ni siquiera pueda ser considerada como tal. Tal vez la 
empresa debió haber dicho que no tenía condiciones de habitabilidad, porque no es una vivienda, y no 
acceder al pedido. 


Simplemente quería hacer esta aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Andrade).- Nosotros vamos a hacer un seguimiento para que los temas 
que están planteados en la inspección se resuelvan. Esa es la intención. El propósito de la Comisión es 


ayudar a canalizar los problemas laborales; no somos un juzgado ni pretendemos serlo. En todo caso, 
queremos tratar que se instale una mesa de diálogo para abordar algunas de estas cosas. 


Agradecemos la visita de nuestros invitados y quedamos a las órdenes. 
La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 10 

(Es la hora 9 y 23) 

——— Continúa la sesión. 


(Es la hora 10) 
(Ingresa a sala una delegación de la Federación de Trabajadores de la Industria Láctea, FTIL) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un gusto recibir a la delegación de la Federación de Trabajadores de la 
Industria Láctea, integrada por la señora Paola Deleón y los señores Javier Fandiño, Heber Figuerola, 
Nelson González y Mauricio Sellanes, y el señor Carlos Cachón, en representación del Secretariado 
Ejecutivo del PPI-CNT, 


SEÑOR FANDIÑO (Javier).- Si bien todos integramos la Federación, en esta instancia estoy 
representando al sindicato de Ecolat, de Nueva Helvecia. Los señores diputados saben que desde el 18 
de febrero está cerrada la planta y si bien ya anduvimos por acá, se nos ha hecho engorroso llegar al 
aparato estatal, que yo tildo de burocracia -seguramente, todos me vayan a saltar-, pero creo que es 
parte del funcionamiento del Estado. Lamentablemente, con el cierre de Schreiber, se reafirma que hay 
una situación crítica en la industria láctea, que por momentos parecía no ser tal y pero hoy está 
comprobado. 


De todas formas, quiero separar los tantos porque creo que el Grupo Gloria desde hace tiempo juega a las 
reestructuras. Ustedes recordarán que cuando este Grupo se embarcó en el año 2012 se jugó a una 
reestructura de ciento cincuenta despidos, pero gracias a una negociación, la Federación y el Pit-Cnt, 
logramos que por incentivos se retiraran setenta compañeros y la planta siguiera funcionando normalmente. 
Es más, con el correr de los meses hubo que retomar la plantilla que se había ido con los incentivos, lo cual 
evidenciaba que la reestructura se trataba de un capricho porque en ningún momento se nos habló de un 
problema económico. 


Durante 2012, 2013 y 2014 llevamos a cabo muchos acuerdos con el Grupo Gloria, pero de un día para otro 
surgió la posibilidad de irse, lo cual representó un gran golpe ya que había una fuerte inversión prevista de 
US$ 70.000.000, aproximadamente. Este proyecto se fue achicando a tal punto que en setiembre de 2014 se 
pararon todas las obras civiles -tal vez se llegó a concretar un tercio-, quedó todo por la mitad, se cortó la 
inversión y se habló de un problema netamente económico sobre la rentabilidad de algunos productos, lo cual 
determinó que ellos manejaran la posibilidad de una fuerte reestructura de 325 funcionarios, es decir, entre el 
75% y 80% de la plantilla de aquel momento. 


Luego de idas y venidas logramos firmar un acuerdo de un plan de seguros de paro rotativos de dos meses de 
cien personas, lo cual daba un respiro, tanto para la empresa, que decía necesitar ese aliciente, y para 
nosotros, que colaborábamos con esa situación económica que, en definitiva, eso terminaba siendo una 
rentabilidad negativa en los cinco o seis productos que nosotros elaborábamos. 


Nosotros hicimos algunas denuncias en forma bipartita e, inclusive, concurrimos al ministerio porque 
entendíamos que había gastos innecesarios; comprobamos que hubo una mala gestión y ellos terminaron 
reconociéndolo. 


Hoy se sabe que la crisis existe y que se va a extender más de lo previsto. Todos sabemos que la industria 
láctea está capacitada y ha convivido con las crisis. Hay épocas de muy buena remuneración y rentabilidad 
para el sector empresarial, pero también hay de las otras. El tambero está muy familiarizado con esto, lo sabe 
sobrellevar, se banca las malas y disfruta de las buenas cuando llegan. Siempre ha sido así con la industria 


láctea en el país. Hoy se reconoce que la crisis tal vez se extienda más en el tiempo de lo que normalmente 
estamos acostumbrados. Estas crisis normalmente suceden cada dos o tres años. 


Lo que pretendemos es que cuando el empresario hable de un tema económico y diga que se van a retirar -me 
refiero exclusivamente al caso de Ecolat-, fije un plazo, y lo haga. No pueden jugar a medias tintas. Hoy 
tienen una plantilla con treinta funcionarios adentro, no se han retirado, la planta no está trabajando, no se 
han ido ni dicen lo que van a hacer. Nosotros pedimos claridad en los hechos. 


Reconocemos la crisis, pero hay otros aspectos complicadas para uno que está haciendo las ocho horas, 
manejando un pasteurizador o una descremadora dentro de una planta; creemos que hay cuestiones 
secundarias difíciles de entender. 


Entendemos que aunque la industria esté pasando momentos malos, tiene que reavivarse, tiene que estar 
trabajar. También es un problema para el tambero. Más allá de que a través de la prensa se ha tratado de 
confrontar a los trabajadores de la industria láctea con los tamberos, nuestra preocupación está presente; 
convivo todos los días con compañeros que son hijos de tamberos y hay muchos que están participando de la 
olla popular en la planta. Vemos que los padres de estos compañeros están por largar la piola y es una 
cuestión que no solo atañe a los 600 u 800 puestos de la industria láctea sino que también involucra a la 
familia del tambo. Uno, que viene del campo, sabe que esto es mucho más complicado. Creo que el Gobierno 
se tiene que engrasar bien hasta adentro, participar y dar más garantías. Pienso que hay salida, es complicado, 
pero las hay. 


Cuando hablo de la burocracia, quizá me expreso mal, pero lo entiendo de esa forma. Los tiempos para 
nosotros y los tamberos no es el mismo para quien hoy está acá sentado en un sillón resolviendo sobre esto. 
Lo digo con todo respeto. Yo no voy a venir a pelearme con ustedes porque los necesito más que nunca, pero 
es lo que siento, y me gusta decir las cosas que pienso. 


Somos 104 afiliados que estamos aguantando la olla popular, llevando una lucha muy compleja. Nueva 
Helvecia tiene una tradición de ultra derecha; no quiero hablar mal de Nueva Helvecia porque siempre me 
acogió bien, pero no esta acostumbrada a convivir con estas ollas populares y se hace muy difícil decirle a la 
gente lo que estamos haciendo. Tuve que decir ultraderecha, pero no quiero apegar a ninguno. Es un sentir de 
que si el sindicato organiza algo está mal, pero si eso mismo lo hace otra institución, está bien. Se ve de esa 
manera, independientemente de que nosotros, como institución, tenemos mucho para corregir. No nos 
sacamos el lazo y decimos otra cosa, pero creemos firmemente que esta crisis en Ecolat arranca con otro 
criterio que no es el económico. Hoy existe una situación económica compleja y hay una crisis que 
seguramente se va a ir corriendo del sector lácteo a otros sectores. Estoy convencido de que esto comenzó 
por otras razones y que Lactalis está detrás. El tiempo nos dará, o no, la razón, pero hay otras cosas. 


SEÑOR SELLANES (Mauricio).- Representamos al sindicato de la empresa Schreiber, que en el día de 
ayer cerró las puertas para los trabajadores. Hoy solo quedaron veinte puestos entre encargados, jefes 
y gerentes para hacer el mantenimiento y limpieza de la planta para dejarla totalmente cerrada. 


El día 18 teníamos una reunión bipartita con la empresa para hablar sobre un rumor relativo a que querían 
reducir la producción de 230.000 litros diarios a 100.000 litros, lo cual para los trabajadores no era un 
panorama favorable. El día 18, a la hora 14 y 30, nos llamó el gerente general de la empresa, Ricardo Pirotto, 
para decirnos que el 30 cerraban las puertas para los trabajadores. A la hora 16 reunió a todo el personal y 
señaló que la empresa tenía pérdidas de US$ 500.000 mensuales y que durante un mes los gerentes de acá y 
los propietarios habían tratado de revertir la situación de la empresa; inclusive -si no estoy mal informado-, 
también habrían participado el Inale y el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. A todos nos tomó por 
sorpresa. 


Hemos tenido dos audiencias en la Dinatra, la última fue el día lunes, cuando se nos comunicó que hacía un 
año que la empresa venía tratando este asunto porque veía venir la situación. Nos preguntamos por qué no se 
comunicó al sindicato, a la federación o al gobierno para tratar de manejar alguna posible reestructura para 
que el golpe no afectara tanto a los trabajadores y a los productores que, por suerte para los últimos, ya están 
remitiendo a otra empresa productora de leche. 


La propuesta de la empresa fue la de despidos incentivados; el día lunes nos ofreció 30% más. Eso no es una 
ayuda, porque es pan para hoy y hambre para mañana. Queremos que esta situación se revierta de una manera 
u otra y mantener la fuente laboral. Donde yo vivo, en Ecilda Paullier, de 170 trabajadores que habían en la 
plantilla quedan 70, aproximadamente; los otros compañeros son de zonas aledañas como, por ejemplo, de 
San José, Rafael Perazza, Kilómetro 85, Libertad, Rosario, Juan Lacaze, Colonia Valdense, Nueva Helvecia. 
Además, hay que tener en cuenta a los camioneros y a los trabajadores de empresas tercerizadas encargados 
de la carga de la caldera y otro tipo de cosas. 


Nosotros seguimos reivindicando que se mantenga la fuente laboral de una manera u otra, apostando a la 
creación de una bolsa de trabajo a fin de presentarnos en otras empresas. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Nelson).- Como dijo el compañero Mauricio Sellanes, lo que hoy nos reúne acá 
es lo que refiere al impacto que este asunto está causando en la sociedad de Ecilda Paullier y zonas 
aledañas donde vive gente que trabaja en la industria láctea. Hay que ver todo lo que mueve esta 
industria que ya está sufriendo un retroceso. Estamos muy cerca de Nueva Helvecia en donde se 
produjo el cierre de Ecolat; allí trabajaban cuatrocientas personas. Por la cercanía que tenemos con 
Nueva Helvecia, esta problemática repercute más fuerte. Por esta razón, estamos buscando por todos 
los medios una solución, no sé si mediata, pero sí llegar a todos los que puedan colaborar con los 
trabajadores de Ecolat y encontrar una salida. 


Por más crisis que haya la industria láctea puede funcionar de muchas formas, pues es una cadena muy 
grande que se debe tener en cuenta si se apunta a un país productivo. Es importante que este tipo de empresas 
funcionen, al igual que otras de distintos rubros. Nos parece que para mantener un país como el que 
queremos estas fuentes de trabajo y estas grandes empresas son importantes. 


SEÑOR FIGUEROLA (Heber).- Agradecemos a la Comisión por esta invitación porque nos permite 
trasladar la preocupación que la Federación tiene desde hace mucho tiempo con respecto a la industria 
láctea. Si bien hoy se trata de una situación comprometida a partir del vaivén de los precios 
internacionales de la leche, la guerra por su precio, el estocamiento de China, la pérdida del mercado 
ruso y una serie de situaciones en las que todos somos contestes, no suman a la situación que hoy 
tenemos con las empresas extranjeras Schreiber Food y Ecolat. 


A raíz del cierre definitivo de las empresas Schreiber Food y Ecolat hace seis o siete meses, tenemos a 
seiscientos trabajadores en una situación muy comprometida. No solo se trata del impacto que eso produjo en 
los seiscientos trabajadores de Ecolat en Nueva Helvecia y Montevideo, sino también en los compañeros de 
la empresa Schreiber Food y en las consecuencias en el interior del país. Acá hay representantes nacionales 
que saben lo que implica un impacto de esa índole en el interior del país. 


Entendemos que debe haber soluciones de fondo más allá de las paliativas que se han dado a través del 
trabajo con los diferentes organismos gubernamentales -ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el 
Instituto Nacional de la Leche- para la posible reinserción de los compañeros en diferentes plantas de la 
industria láctea y el pago de un seguro complementario, que hoy están cobrando los compañeros de Ecolat. 


También debemos señalar la conformación de la mesa sectorial con la integración de los diferentes actores de 
la cadena láctea, es decir, los trabajadores, los ministerios de Industria, Energía y Minería, de Economía y 
Finanzas, de Trabajo y Seguridad Social, de Ganadería, Agricultura y Pesca, y el Inale. Entendemos que no 
hay una solución de fondo ante este importante impacto, fundamentalmente, para los trabajadores. 


De todas formas, saludamos las alternativas que se dan a los productores. Cuando hablamos de la lechería 
inclusiva sabemos que uno de los actores principales, al igual que los trabajadores, es el productor. También 
saludamos la intervención de los organismos gubernamentales que nos brindan otras soluciones, por lo 
menos en forma transitoria, por ejemplo, para los pequeños o medianos productores que hoy tienen una 
situación comprometida en función del cierre de la empresa Schreiber Food; se trata de que sean absorbidos 
en forma transitoria por una de las empresas más importantes de nuestro país, Conaprole. Se trataría de 
trabajo a facon y la empresa recibiría setenta mil litros de leche. 


Si bien saludamos esta iniciativa, se debería profundizar la negociación colectiva en el entendido de que a los 
trabajadores se les debe dar una solución. Por esta razón, apelamos a que se produzca una intervención 


directa por parte de la Comisión de Legislación del Trabajo para abrir puertas y caminos, y lleguemos a buen 
puerto. 


SEÑOR CACHÓN (Carlos).- Estamos preocupados no solo por la situación en la industria láctea, sino 
también por el escenario que se viene planteando en las demás ramas de actividad. Por ejemplo, 
tenemos a los compañeros del Sunca con la regasificadora, a los del Untmra con la empresa Cherry, y 
el papel que jugaron las transnacionales en un escenario que les fue muy favorable con diez años de 
bonanza económica. En este sentido, debemos señalar algunos puntos que para nosotros son centrales. 


El propio congreso de nuestra central ha dicho estar de acuerdo con las inversiones, pero estas deben ser 
limpias, no sean rapiñeras, como se ha visto con algunas transnacionales, sobre todo en la industria láctea. 
Desde el punto de vista de la lechería hay un punto trascendental: haber creado el sistema cooperativo. Tanto 
la empresa Gloria como el capital yankee con la empresa Dulei aprovecharon las condiciones de nuestro país, 
la estabilidad jurídica y fiscal para jugar a la oferta y la demanda, traficar con los productores al ofrecerles un 
mejor precio para la leche y apuntar al sistema cooperativo, pues desde el año 1935 los productores sabían el 
significado del mercado libre y generaron el proceso de construcción de Conaprole, Claldy y Pili. 


Otro factor importante a tener en cuenta es que se trata de empresas nacionales, los empresarios están acá y 
las discusiones se laudan en la negociación colectiva 


Sin embargo, el papel de las transnacionales es nefasto. 


Hay que considerar cuáles son los reaseguros de los trabajadores en el sentido de la ley de inversión a efectos 
de evitar los impactos sociales que se están dando, que siempre se corta por el lado más fino. 


Esas empresas también violentan la negociación colectiva. Digo esto porque no es posible que la empresa 
Schreiber Food, que desde hace un año manejaba la posibilidad de retirarse, se lo comunique a sus 
trabajadores el día del cierre. Esto demuestra cuál es su posición frente a la soberanía nacional, porque le 
toma el pelo a los trabajadores y a la sociedad uruguaya en su conjunto, y una situación de crisis en la 
industria. 


Sabemos que en la industria láctea las situaciones son cíclicas porque los precios internacionales también 
generan variantes importantes y porque en el futuro eso se irá solucionando porque se trata de la 
alimentación. 


Cuando se habla de que la tonelada de leche en polvo cuesta US$ 5.000, hay que tener en cuenta que la 
Federación y todos los sindicatos cumplimos a raja tablas con el convenio salarial. Sin embargo, cuando se 
da el menor movimiento en el mercado que no genera ganancias o rentabilidad, el impacto recae sobre los 
trabajadores, los productores y el área agroindustrial pues surgen demandas y afecta al mercado interno y a 
cada ciudad del interior porque allí también trabajan empresas colaterales. 


En ese proceso tienen que ver mucho las intendencias cuando dan entrada libre a los capitales poniendo en 
riesgo los reaseguros, sin pensar que dando trabajo al libre albedrío sin ajustarse a la negociación colectiva no 
se obtiene un buen efecto. 


Consideramos que se debería analizar la ley de inversiones e iniciar un proceso legislativo para ver de qué 
manera podemos generar esos reaseguros. 


La Federación de Trabajadores de la Industria Láctea quiere fortalecer un instrumento fundamental como el 
Inale, un ente rector y participar con voz y voto. Tenemos que juntar a todos los actores para poder defender a 
la industria nacional, el proceso productivo, el asentamiento de los trabajadores en la tierra y el oficio de la 
lechería para que no se genere el desarraigo. Hay una serie de elementos centrales en estas cuestiones que 
han sacudido al sistema agroindustrial, pero hay que tener mucha creatividad y mucho sentido de pertenencia 
para saber qué tipo de industria desarrollar y cómo enfrentar a los capitales transnacionales. 


En la década de los noventa, los gobiernos neoliberales a ultranza azotaron América Latina -Collor de Mello 
en Brasil, Menem en Argentina; Rodríguez en Paraguay- y algunas ideas locas de los grandes capitales daban 
la posibilidad de transformar la industria láctea en el tambo de América, al decir de Menem. Esto implicaba 


no generar valor agregado, exportar el ganado en pie e ir sobre el sistema de trabajo, sobre la mano de obra, 
ectétera. 


Creo que se viene una etapa cíclica: en América Latina, las derechas van generando presiones muy 
importantes sobre gobiernos de corte popular, como en el caso de Venezuela y de Bolivia, que son los 
mercados de la industria láctea. Esto tiene mucho que ver con la coyuntura internacional, como lo que está 
pasando en Grecia, con los estallidos, con las implicancias y con las repercusiones que siempre tienen estas 
medidas de ajustar por el lado más débil, que es el pueblo trabajador, y cobrar las cuentas a los grandes 
organismos internacionales. Uruguay tiene una economía periférica muy dependiente, y más con este tipo de 
situaciones. 


Nos parece que los diputados de esta Comisión estamos en condiciones de hacer aportes, buscando instancias 
legislativas para trabajar sobre la ley de inversiones y participando en el Inale como elementos centrales. 


El propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ha tenido un papel importante en cuanto a generar 
protección a los trabajadores. Creo que también se está trabajando el tema sectorial de la industria, que me 
parece un elemento central para generar insumos y después enviar al Poder Legislativo leyes que permitan 
estos reaseguros a favor de la industria y de todos los actores, por lo que significa la industria láctea para el 
Uruguay. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- En esta Comisión se ha dicho que hay que romper las burocracias y ha 
ido a lugares específicos para ver en sitio las dificultades. Yo fui a Ecolat, porque asignaron a otro 
compañero de mi sector, que está en el Senado, para trabajar el tema, pero ahora voy a ir. 


El 5” artículo de la Ley_N” 16.906 de inversiones establece que el Estado garantiza la libre transferencia de 
beneficios en determinado período de años. Resulta que cuando empiezan a darse los beneficios al revés, la 
mayoría de las empresas desestima quedarse y se va. Puede ser una casualidad, puede ser realmente una caída 
de mercados, pero da una visión muy flechada: mientras no tengo que aportar impuestos al Gobierno que me 
da estos beneficios, genero el ambiente, y cuando tengo que empezar a volcarlos, se genera esta situación. No 
quiere decir que sea el caso de las dos empresas; por eso, planteo una visión más global: tenemos que buscar 
un mecanismo de modificación de la ley de inversiones que garantice, por lo menos, la transferencia parcial 
de determinadas ganancias y que genere un tipo de fideicomiso para este tipo de situación en el que cuando 
las empresas desestiman seguir produciendo en el Uruguay, se quieren retirar. 


Nosotros venimos trabajando una idea sobre la ley que regula la propiedad, porque la mayoría de estas 
empresas se benefician con la inversión que el propio Estado les da. Ya lo hemos discutido acá: el sector 
financiero le da plata a quien tiene plata. A su vez, se beneficia -está bien; admitimos que la inversión tiene 
que venir-, pero hay que tratar de que la inversión sea más transparente y honesta. 


Es verdad que China tiene exceso de stock; es verdad que se cayeron mercados, pero también es verdad que 
cuando los mercados estaban abiertos, había abundantes ganancias; yo sé que las había. Entonces, no es 
descabellado formar este fondo mucho antes, previendo que estas cosas son cíclicas: siempre viene un 
modelo de desajuste de mercado por sobrestock 


El otro día, plantee en el plenario las ganancias que obtuvieron determinados sectores lácteos beneficiándose 
solamente con el mercado venezolano. Me gustaría investigar cuánto les generan de ganancias el mercado 
ruso y otros. 


Precisamente, hoy se planteaba si los trabajadores estaban en condiciones de aportar a la discusión en la 
Mesa de Desarrollo o en el Consejo de Salarios en función de las inversiones que hacen las empresas y del 
rumbo que esas inversiones deben tomar. Al trabajador se le plantea la necesidad de invertir cuando estamos 
en crisis, pero cuando hay inversión, no se le pregunta hacia dónde orientarla. Entonces, me parece que este 
es uno de los debates centrales para las próximas negociaciones. 


En los países nórdicos ya existe la intervención del trabajador en las acciones de las empresas, porque la 
decisión se tiene que tomar. Después se dice que las decisiones son compartidas, pero nunca se le preguntó 
cuál era su visión o lo que quería hacer. 


Entonces, cuando cierran las industrias y se van, queda el tendal de trabajadores y trabajadoras en la 
búsqueda desesperada para mantener las fuentes de trabajo; no se impide la inversión, porque en el momento 
en que tienen que aportar el IRAE, el impuesto al patrimonio, etcétera, se retiran. También reclaman la 
propiedad como suya, porque la empresa americana no se va y le deja la propiedad al Estado, sino que busca 
venderla. 


Entonces, Ecolat tampoco cedió la propiedad a los trabajadores, porque, en ese marco, podríamos buscar 
algunas soluciones en acuerdo con el resto de las lecherías. El otro día, discutíamos esta situación con el 
sector pesquero. Hay una empresa que solicita apoyo, pero hay ocho empresas en el país; entonces, el resto 
plantea que podría absorberla si le dan un apoyo. 


En resumen, primero, debemos trabajar sobre la modificación de la ley de inversiones con la Comisión de 
Industria, Energía y Minería. En su momento, el señor diputado Luis Puig planteó la idea de cómo garantizar 
en estas situaciones el compromiso de que los trabajadores accedan a los créditos, a las indemnizaciones y a 
ciertos derechos que muchas veces no se respetan. 


En el artículo 5” de la ley de inversiones, el Estado garantiza la libre transferencia al exterior de los fondos de 
ganancia de las empresas por determinado período. Habría que modificarlo para que esa transferencia no sea 
total, sino parcial, y que parte de ella pueda quedar como un fondo para atender una situación crítica como 
esta. 


Sé que el Gobierno está trabajando en algunas soluciones con respecto a los tamberos, porque Uruguay no se 
puede permitir romper la cadena en ese lugar. Es verdad que va a demorar un poco más de lo normal, pero se 
están buscando soluciones rápidas entre los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Industria, 
Energía y Minería y el propio Gobierno para, por lo menos, establecer algún respaldo para darles 
continuidad. Lo peor que podría pasar sería que los tamberos desaparezcan, y donde estos empiecen a aflojar, 
empieza a desaparecer la industria. Entonces, es fundamental conseguir un empuje para mantener a los 
tamberos produciendo leche. 


Creo que, en general, los mercados están en receso. Las grandes multinacionales se metieron en esos 
mercados que tenía Uruguay con financiamiento a muy largo plazo -que no son los que perfila siempre 
nuestra industria-; entonces, habrá que salir a buscar acuerdos en función de mantener algún nicho de 
mercado que nos permita sobrellevar esta situación, que es preocupante, porque la lechería ha sido uno de los 
emblemas del país del desarrollo. Es como la Renault en Francia: nadie la puede tocar. Para nosotros, el 
sector lechero es una insignia del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos claro que estamos ante un tema muy complejo para el que no hay 
salidas rápidas. El andamiaje jurídico dificulta la toma de medidas para dar rápidamente otro tipo de 
respuesta. 


Hemos llegado a tener ejemplos de emprendimientos que tienen una deuda con el Estado muy superior a su 
valor, en los que el Estado tiene la necesidad y la voluntad política de que se mantengan y los trabajadores 
también, pero hay todo un andamiaje jurídico institucional que impide una salida de ese tipo. 


Hace poco, mantuvimos una polémica muy ardua en el Parlamento acerca del resultado desde el punto de 
vista económico de los procesos autogestionados por trabajadores. Sobre todo, se difundió mucho y con 
mucha vehemencia la circunstancia de algún proceso autogestionado que, recibiendo fondos del Estado, tuvo 
dificultades posteriores. En general, no tenemos la misma predisposición para vincular emprendimientos que 
también reciben fondos, porque cuando se reciben exoneraciones tributarias o fiscales, algunas disposiciones 
tan polémicas como la que recogió la ley de inversiones -recuerdo que el artículo 29 recortaba las 
posibilidades de reclamo laboral-, hay una carga ideológica muy fuerte en el sentido de que cualquier proceso 
distinto a la empresa privada -de por sí exitosa y eficiente-, de economía social, de por sí, parece que va al 
fracaso. 


La realidad es muy distinta, pero acá hay un tema más general. Tengo claro que los países subdesarrollados y 
dependientes precisan que el capitalismo reinvierta. Precisamos que haya actividad productiva y no 
especulativa, y para eso, el capitalismo debe reinvertir. Creemos que en el capitalismo no se va a encontrar la 


pública felicidad, pero estamos en los pies del capitalismo, y en la lucha en que se está, precisamos inversión 
para que haya trabajo. 


Muchas veces, tuvimos que confrontar con la especulación, porque si al capital le da lo mismo poner el 
dinero en el banco que ponerlo para el trabajo, lo pone en el banco, tranquilo, y espera la renta del banco. 
Ahora; los mecanismos jurídicos no pueden ser "Cualquier monedita sirve". Esa es una discusión profunda. 
O sea, no pueden ser a cualquier costo ambiental, a cualquier costo social; no puede ser que la fantasía 
financiera se termine haciendo con traspaso de mano, además, teniendo profusos antecedentes. 


Este mismo grupo, en el caso de Ecolat, ha operado en circunstancias similares al cierre para barrer con lo 
que había de base social organizada y reabrir a los ocho o diez meses en condiciones diferentes, con trabajos 
más precarios. O sea, nadie descubre nada en términos de que las crisis muchas veces se aprovechan para 
ajustar en reestructura a la base más organizada que disputa un espacio más o menos digno de la distribución 
salarial. Eso es así. Ahora, siendo así, hay que buscar la vuelta jurídica para resolverlo. 


Acá estamos trabajando en algunas normas para ampliar la protección laboral. Estamos trabajando en un 
fondo de insolvencia patronal para garantizar que en caso de cierre se garanticen los créditos laborales; 
estamos trabajando en la reglamentación del artículo 158 de la OIT que prohibe el despido sin causa 
justificada, pero ninguna de estas normas cambia el control sobre el proceso productivo, y si lo tiene un 
grupo hegemónico, por más que existan normas de derecho laboral, cierran las fábricas. 


Hoy temprano recibimos a los empresarios avícolas. Salimos la semana pasada a recorrer esas empresas 
porque hay denuncias de que los trabajadores trabajan entre las ratas y comprobamos que eso es así y que, 
además, tienen condiciones muy precarias de trabajo. Ahora, la lógica empresarial allí es: "Si me denuncian, 
cierro y me voy. Después, cuando pueda, abriré por algún lado, sin problemas". A veces, la lógica empresarial 
tiene estas respuestas; por lo tanto, no es fácil. 


Me gustaría hacer dos o tres preguntas en el ámbito sectorial conformado por Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, Ministerio de Industria, Energía y Minería, Inale, productores y trabajadores: me 
gustaría saber si se ha logrado avanzar en algo en el sentido de colocar una disposición que tenga mayores 
niveles de control acerca de que los efectos que produce la inversión extranjera sean para el desarrollo. 


Tengo claro que en algunos lugares los mecanismos de control son muy insuficientes. Por ejemplo, el ámbito 
que dispone del control sobre la zona franca y el cumplimiento de las disposiciones que la ley prevé es del 
Ministerio de Economía y Finanzas. Allí hay una persona detrás de un escritorio a la que le llega el pedido de 
una empresa que dice: "Para tal emprendimiento, preciso cincuenta soldadores, porque acá no encuentro", y 
la firma. Sin embargo, esa persona no tiene forma de saber si hay soldadores en Uruguay o si es cierto que se 
precisan los trabajadores que venían de Bosnia. Saltó un gran lío cuando en Montes del Plata habilitaron a un 
90% de andamistas extranjeros. Si en Uruguay no hay quien sepa hacer un andamio, estamos complicados; 
pero era un trámite administrativo, no una disposición política que tuviera los controles sociales necesarios 
para entender que lo que la norma dice en términos de desarrollo social, desarrollo del trabajo, innovación y 
apoyo no sea solamente literatura estéril, sino política pública. 


Entonces, tenemos disposición para trabajar en una norma que oriente en esa dirección. El tema es que me 
parece que la mejor norma es la que sale de la propuesta social, de ver cómo es eficaz en la realidad. 


La representación social la vamos a defender a muerte, sea en el Inefop, en el Inale -a pesar de que ahora hay 
un debate acerca de recortar su participación social-, en el Banco de Previsión Social; nos parece que no hay 
cosa más sensata que profundizar y avanzar en democracia, generar condiciones para una mayor 
participación social, pero está claro que hay componentes que son de largo plazo y componentes de la 
urgencia. La Comisión está dispuesta a trabajar. Conocemos el impacto que tuvo el cierre de Ecolat, no solo 
en Nueva Helvecia, sino en el todo departamento, que vive una situación bastante complicada. Rosario, Juan 
Lacaze y otras localidades de Colonia viven dificultades importantes; basta con recorrer el departamento para 
percibirlo. 


No obstante, en este caso, como en el de la empresa yanqui, no sé qué puede hacer la Comisión para 
contribuir, es decir, para generar ámbitos que ayuden realmente a resolver el problema. 


En lo primero que pensamos fue en dar difusión pública al tema; después, en convocar al grupo Gloria para 
verle las patas a la sota -sabemos que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social también ha hecho esfuerzos 
en ese sentido-, y al Inale, dado que se trata de un tema de extrema sensibilidad. Además, la capacidad 
productiva que se pierde en una industria de estas características no se recupera automáticamente cuando 
mejoran los precios internacionales; además, es una de las áreas de mayor sensibilidad. 


Comparto la propuesta del señor diputado Placeres de crear un ámbito conjunto con la Comisión de Industria, 
Energía y Minería para construir una alternativa. 


SEÑOR PUIG (Luis).- Hace unos meses, cuando los compañeros del sindicato de Ecolat plantearon la 
actitud del grupo Gloria, no podíamos aceptar que se tratara de una entelequia debido al sobre stock 
de China y a la pérdida de mercados, cuya consecuencia natural es la pérdida de cientos de puestos de 
trabajo. En todo caso, habría que historiar cuánto ganaron en todos estos años los grupos 
empresariales, ganancias definidas en colocaciones en mercados internacionales de productos a precios 
muy importantes. 


Al mismo tiempo, hablamos de inversiones que recibieron exoneraciones tributarias. En 2013, hubo 

US$ 1.800.000.000 de exoneración tributaria. Se me podrá decir que en algunos casos se justifica; 
seguramente sí, y fue importante para lograr la inversión, el desarrollo productivo, la generación de puestos 
de trabajo genuino y demás, pero en otros casos, las exoneraciones formaron parte de las ganancias. 


Cuando aparecen estas inversiones, en realidad, no se asegura a los trabajadores una perspectiva de 
sustentabilidad del sector; en general, eso corresponde a decisiones empresariales, como sucedió con el grupo 
Gloria. ¿Qué planteó en su momento el grupo Gloria? El cierre y despido de los trabajadores. Posteriormente, 
la lucha de los trabajadores y la denuncia ante la opinión pública obligó a los empresarios a alcanzar un 
acuerdo, que duró muy poco tiempo. Uno se pregunta cuán sincero era, o si simplemente se trataba de ganar 
tiempo para deslastrarse de los trabajadores. 


Estamos convencidos de que este país ha avanzado mucho en legislación laboral y protección, pero también 
que hay una importante cantidad de empresarios nacionales y transnacionales para quienes el mejor sindicato 
es el que no existe. Entonces, lograr lo que ellos llaman deslastre de la organización sindical conlleva algunas 
decisiones. Por ejemplo, el grupo Gloria en Argentina cerró y al tiempo abrió con personal tercerizado, en 
condiciones de precarización, no afiliado al sindicato.. 


Por lo tanto, a nuestro entender, hay que trabajar en soluciones de fondo: volver a discutir la Ley de 
Inversiones. Además, hay que trabajar en algo que se discute poco en Uruguay. En el contexto de la 
instalación de los Consejos de Salarios, aparecen lineamientos y se pide prudencia, pero a los trabajadores; 
no he encontrado nada que pida prudencia a la ganancia de las empresas; antes de discutir, habría que 
analizar si es tan válido o legítimo o es una ley divina que nadie discute las ganancias de las empresas y los 
niveles de apropiación de la riqueza que contribuyen a generar, fundamentalmente, los trabajadores. Antes de 
discutir los niveles salariales, tendríamos que analizar las ganancias empresariales, pero en este país parece 
que la apropiación de la riqueza que fundamentalmente contribuyen a generar los trabajadores fuera una ley 
divina que nadie discute. Me parece que esto es pertinente, porque las ganancias forman parte de ecuaciones 
económicas, como así también las presiones de inversiones nacionales y transnacionales sobre el Estado para 
lograr condiciones más funcionales a sus intereses, es decir, más exoneración tributaria, menor participación 
de los trabajadores, reducción de puestos de trabajo y demás. Creo que en estos juegos, independientemente 
del objetivo principal, se combinan muchas cosas, entre otras, presiones al Estado utilizando la situación y el 
destino de los trabajadores y eliminar regulaciones para avanzar en procesos de mayor precarización. 


Entiendo cuando los compañeros dicen que las respuestas no son lo suficientemente rápidas y efectivas. Es 
cierto, hay burocracia, pero también, problemas de fondo, que Uruguay no está dispuesto a discutir. Insisto: si 
no se incorpora la ganancia empresarial como un tercer factor, además de los puestos de trabajo y los 
salarios, los trabajadores tendrán eternamente la de perder, porque, en todo caso, lo que se estaría discutiendo 
en realidad es cómo generar condiciones para que las empresas se radiquen en el país. 


Será bienvenida cualquier empresa que genere puestos de trabajo genuinos y reinvierta en el país, pero, 
muchas veces, recuperan en pocos años lo que invirtieron, no utilizan materia prima del país, no reinvierten 


en el país y no generan valor agregado. Entonces, uno se pregunta a quién conviene esa inversión, si no es 
solo a quien venga buscando una rápida ganancia. 


Sé que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Ministerio de Economía y Finanzas y la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto están trabajando en el tema; esto compete a una serie de actores y hay que 
modificar las reglas de juego, tanto nacionales como departamentales. Sabemos que, para muchas 
Intendencias, la radicación de inversiones es muy preciada, pero, ¿sin exigencias ni contrapartidas? Sin reglas 
de juego claras, es pan para hoy, pero hambre para mañana, pasado mañana y traspasado mañana 


Por supuesto, el primer paso lo tiene que dar el Gobierno nacional, rediscutiendo la Ley de Inversiones, la 
participación de los trabajadores en los emprendimientos y el papel de las cooperativas y de las empresas 
autogestionadas en los emprendimientos, y ¡vaya si en la industria láctea hay historia en ese sentido! 


Habida cuenta de la complejidad de la situación, comprometemos nuestro esfuerzo y el de la Comisión para 
trabajar junto con los trabajadores para impulsar soluciones inmediatas y de fondo, que muchas veces llegan 
en tiempos que no son compatibles con las urgencias de los trabajadores. 


SEÑOR FEGUEROLA.- Hoy hablamos de la importancia de la creación del Consejo Sectorial, mesa 
en la que participan los diferentes actores de la cadena láctea, ámbito que tiene como cometido, en 
primer lugar, buscar una salida más ordenada al impacto del cierre de Ecolat y, en segundo término, 
discutir una reformulación de la ley de promoción de inversiones extranjeras 


En ese sentido, asumimos nuestro compromiso de presentar un proyecto para modificar la ley de inversiones. 
Por eso, encomendamos a nuestros asesores laborales y al Instituto Cuesta Duarte trabajar en la modificación 
del marco jurídico, como lo sugirió el compañero Andrade, y el marco productivo. En ese sentido, creemos 
que debe tenerse en cuenta el Convenio N* 258 de la OIT y, a nivel del marco productivo, la regulación de las 
inversiones extranjeras. 


Si bien creemos que las inversiones extranjeras hacen al desarrollo al país e, inclusive, contribuyen al 
crecimiento del PBI, deben comprometerse con la sociedad; este compromiso no existe y así lo han 
demostrado tanto Ecolat como Scheibner. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería no propuso modificar la ley de inversiones, sino trabajar en un 
marco regulatorio. Por supuesto, se trata de una cuestión de voluntad política, porque, más allá de la creación 
de diferentes mesas sectoriales, si no hay voluntad política, los esfuerzos de los trabajadores, del propio 
Estado y de otros actores sociales caerán en saco roto. 


De todos modos, insistiremos para que se modifique ese marco regulatorio. En la próxima convocatoria del 
Consejo Sectorial, el Estado deberá responder a la propuesta de los trabajadores y otros sectores sociales, 
como los productores y el Inale. 


El presidente preguntaba cómo podía ayudar la Comisión, más allá de los esfuerzos que hizo en su momento, 
como lo señaló el diputado Puig, cuando ocurrió la crisis de Ecolat. Creo que sería importante convocar a la 
empresa, porque, más allá de la situación, no respetó la negociación colectiva; por los motivos que fueran, ya 
sea de coyuntura internacional, de precios, en fin, no avisó al sindicato ni al Gobierno, es decir, al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. Se informó telefónicamente del cierre al sindicato y al Gobierno al mismo 
tiempo. Es más, tenemos entendido -lo podrá corroborar el Inale- que la empresa informó, sorpresivamente, 
en una reunión con el Instituto, que el 30 de junio cerraría sus puertas. 


En este sentido, creo que la Comisión podría contribuir con las soluciones de fondo, pero también, insistir 
para que se respete la negociación colectiva, mecanismo que la sociedad ha construido entre todos y que hoy 
no se respeta. Se vuelve a la misma forma de operación de Ecolat: ante una instancia de negociación 
colectiva, la empresa dijo: "Vamos a despedir a tantos trabajadores y nos vamos del país". 


Esto se vuelve a repetir; nos hace mal a todos, a los trabajadores, al Gobierno y a toda la sociedad, y por eso, 
debemos tomar recaudos. 


La mejor ayuda de la Comisión sería convocar a la empresa para rendir cuentas. 


SEÑOR VIDALÍN (Carmelo).- Comparto plenamente la inquietud y el dolor de quienes nos visitan. 


En su momento, el exintendente Moreira y el alcalde Leo Giménez me trasmitieron la inquietud por la 
situación que se vive en ambas plantas. 


Sin duda, este tema afecta a un número muy elevado de trabajadores. Yo, que soy un hombre biológicamente 
optimista -como decía el gran Cataldi-, en estas situaciones, temo que la desocupación se extienda, ya que 
hace pocos días se supo que a unos productores de Salto una planta les ofrecía poco más de $ 5 por litro de 
leche. Si es así, ¿qué estímulos tendrían para producir esas personas, que no tienen un solo día libre en su 
vida, ya que deben ordeñar todos los días a las cuatro de la mañana y a las siete de la tarde? 


Si esta Comisión no hace de nexo ante las autoridades nacionales para encontrar un diálogo inteligente, 
racional y sensible, creo que el problema se nos podría escapar de las manos. Hoy hablamos de la industria 
láctea, pero dentro de un tiempo, lo mismo pasará con la industria arrocera, con las semillas, y tampoco está 
fácil para la industria cárnica. 


En ese sentido, nos debemos una charla de trabajo conjunto, de sinceramiento, que esté por encima de los 
colores partidarios; ojalá puedan hacerse eco todos los partidos, porque no nos eligen para ser oposición, sino 
para gobernar, y si lo queremos hacer, tenemos que aportar soluciones sin sacar réditos políticos; estos los 
otorgará la gente en las elecciones, luego de que nos vea trabajar, dejando lo mejor de nuestro esfuerzo. 


En ese sentido, estimado presidente, desearía poner a consideración de esta comisión una invitación a la 
señora ministra de Industria, Energía y Minería para encarar este tema. Creo que deberíamos ser insistentes y 
rápidos porque, indudablemente, la cartera debe tener mil problemas, pero es preciso abordar este asunto con 
inmediatez. 


Como dijo el colega diputado Placeres, indudablemente también corresponde invitar al ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, un hombre a quien considero tremendamente sensible ante estos problemas, para aportar 
nuestro granito de arena a fin de encontrar una solución, que llegue a la brevedad, para estos cientos de 
familias. 


Gracias, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Parece claro que debemos convocar a las empresas que están vinculadas, al 
Inale y a los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social e Industria, Energía y Minería. 


SEÑOR CACHÓN (Carlos).- Creo que ha sido muy claro el espíritu de los compañeros de la Comisión 
de Legislación del Trabajo: conozco la importancia y la jerarquización que ellos le dan a estos temas. 


En este plano de denuncia y de propuesta, creo que también debemos hacer un nexo con la Comisión de 
Industria, Energía y Minería de la Cámara de Diputados para generar una triangulación: el compañero 
presidente Óscar Andrade hablaba de la mesa en defensa de la industria en la que estamos trabajando. Me 
parece que ese es el método a seguir para luego abordar la parte legislativa. 


Estamos tomando conciencia del sentido que ustedes le dan a nuestro planteo y de la voluntad política de esta 
comisión, lo cual es de gran importancia. 


Ahora bien, quisiéramos dejar una denuncia en otro plano. En el día de ayer nos convocó la CILU para 
comunicarnos que no va a poder cumplir con el convenio salarial: tras palo, garrote. El convenio vence el 1* 
de enero, pero todos sabemos que las negociaciones con la cámara se pueden empezar con anterioridad. 
Nosotros teníamos planteada una recuperación de un 3% y una partida mensual que, aprovechando la 
coyuntura, no llevará adelante. Entonces, se quiere satanizar al movimiento sindical, pero hay que tener en 
cuenta su grado de madurez en todo sentido: desde los gremios que componen la federación hasta el Pit-Cnt 
hemos dado señales más que claras del abordaje del tema desde el punto de vista del diálogo social y del 
programa. Siempre se ha querido encarar todos los problemas, sin escondernos debajo de la cama o barriendo 
para abajo de la alfombra, sino planteando múltiples propuestas. Pero cuando generan una situación de 
rispidez, de conflictividad, esto crea abajo cierta incertidumbre. Como muy bien manifestaba el diputado 
Luis Puig, tenemos claro lo que sucede con el desarrollo productivo y la ganancia de las empresas: el motor 


productivo ha sido el esfuerzo y el trabajo de sus trabajadoras y de sus trabajadores. Pero a la primera de 
cambio no respetan convenios ni nada y no están dispuestos a conservar el aparato productivo, generándose 
esa conflictividad que no le hace nada bien al sector. Hay gente en el seguro de paro, trabajadores echados, 
proceso de reestructuración y tras palo dicen: "vamos a tocar el salario". Cuando el precio estuvo en 

US$ 5.000 no nos llamaron para decir "vamos a rediscutir el convenio", pero como nos enseñaron los viejos 
dirigentes sindicales y como decía el Pepe D'Elía, los convenios están para cumplirse de un lado y del otro. 
Nosotros no aprovechamos eso; no fuimos oportunistas: actuamos con respeto a la norma y a la negociación 
colectiva, dándole contenido, jerarquización y profundización al mejor instrumento que tienen los 
trabajadores uruguayos: en ese sentido, no damos ni un paso atrás. Estas empresas no se han acostumbrado a 
que el país cambió para bien en su sistema laboral y de protección a los trabajadores, y el instrumento de 
mejor distribución de la riqueza pasa por la negociación colectiva y los consejos de salarios. Parece que 
algunos empresarios no se habitúan a esto y quieren esconder la realidad que implican estos logros que son 
patrimonio de la sociedad de nuestro país en su conjunto y que vamos a defender. 


Tenemos por delante un desafío con todo lo que aquí hemos aportado. Reconozco el aporte de la Comisión de 
Legislación del Trabajo en el plano legislativo: estará en nosotros acercarle todos los insumos para avanzar y 
dar al pueblo las soluciones que está esperando a nivel nacional. 


Me place la intervención del diputado Vidalín, en la medida en que asumirá como Intendente del 
departamento de Durazno, donde está uno de los mega tambos. Esto incide en un cambio de la negociación 
colectiva a futuro, porque influye en la cadena real, de un punto al otro: a veces necesitamos a los organismos 
departamentales para ayudar a proteger al peón rural y al tambero, a fin de generar una justa distribución para 
esos actores que están bastante perdidos en la cadena y que merecen un cambio en el futuro de la negociación 
colectiva. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- Hay una delegación de trabajadores de la industria química afuera. 
Sería bueno que la comisión en su conjunto fuera a saludarla, y no en forma individual. En ese sentido, 
propongo un intermedio por diez minutos. 


(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE..- Se pasa a intermedio por diez minutos. 
(Se retira de Sala la delegación de la Federación de Trabajadores de la Industria Láctea) 


(Es la hora 11 y 27) 
——Continúa la sesión. 


(Es la hora 11 y 42) 
(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato de Trabajadores de la Industria Química) 


—Es un gusto recibir en la Comisión de Legislación del Trabajo a los compañeros del STIQ: Raúl Barreto, 
Sebastián Azpiroz, Bernardo González, José Prieto, Jorge Ramada y Diego Zipitría, a quienes cedemos el uso 
de la palabra. 


SEÑOR BARRETO (Raúl).- Agradecemos a la comisión por recibirnos. 


Ya hemos participado en alguna otra reunión de comisión hace tres años. Hoy estamos celebrando una 
movilización de los compañeros del gremio, que están en la puerta del Parlamento, a fin de reivindicar una 
lucha que viene desde la fundación del sindicato, de lo que el próximo 16 de julio se cumplen 71 años. Los 
compañeros veteranos, fundadores del sindicato de la química y algunos también de la CNT, antes que el 
salario, en esos momentos reivindicaron la salud de los trabajadores, como se dijo aquí, con muchas 
dificultades afuera, de a pie, y no con las comodidades que podemos tener ahora. En aquella época eran 
corridos por los industriales del momento, por los dueños de las empresas, cuando se juntaban con los 
trabajadores que les decían que tenían que trabajar con elementos de protección, de seguridad y en mejores 


condiciones. Eso costó y sigue costando: hoy tenemos todos los argumentos para plantear a los compañeros, 
pero todavía hay empresarios que se resisten a que trabajen en condiciones que no presenten riesgos de 
seguridad o de salud. 


Durante mucho tiempo reclamamos algo que se dio a partir del año 2005: la posibilidad de que los 
trabajadores fueran informándose y tuvieran la oportunidad de que los compañeros que están en los cargos de 
directiva del gremio entraran a la fábrica a plantear en qué condiciones se debía trabajar. A partir de 2005 
logramos la posibilidad de la tripartita nacional que se creó en el sindicato de la química, logro que también 
alcanzaron los compañeros de la construcción, pero eso nos está costando. Recién a partir de 2005 vimos la 
voluntad de los gobiernos -hasta ese momento no la teníamos- en el sentido de tratar que todos los 
compañeros en la fábrica formen su bipartita. Eso no se está dando y nos preocupa. La tripartita plantea que 
todos los trabajadores tengan la bipartita funcionando. A nosotros, muchas veces, se nos prohíbe entrar a la 
fábrica a plantear estas cosas. Las empresas hacen caso omiso a esas situaciones. El Gobierno, a través del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social también tiene dificultades porque los inspectores no pueden entrar 
en todas las fábricas. En este momento, el sindicato de la química cuenta con mil quinientos compañeros, 
más los no afiliados. Podemos decir que tenemos una filiación a nivel nacional del sindicato de la química 
muy importante. Sabemos que en el interior cuesta llegar a la información; nos cuesta poder entrarle a los 
empresarios. 


Lo que reclamamos es una ley de salud laboral. En el año 1973, la exsenadora Alba Roballo se puso al 
hombro esta situación. Como todos sabemos, en esos años se dio la disolución de las Cámaras, el golpe de 
Estado, la dictadura que a toda una generación nos costó mucho sobrellevar. 


Recién en el año 2005 tuvimos la posibilidad de plantear nuestra problemática. Hoy estamos acá, tratando de 
seguir adelante y buscando que esta comisión pueda darnos una solución para llegar a buen término. Lo 
importante es que nos respaldan casi mil compañeros en la calle; no estamos solos. 


No somos un sindicato que esté todos los días en la prensa, pero sabemos de la importancia que tiene el 
sindicato de la química en la industria del país. Hay muchas multinacionales que pagan buenos salarios para 
tapar, por ejemplo, los productos con los que se está trabajando, manipulando y que son cancerígenos, que ha 
llevado a enfermedades crónicas e, incluso, a la muerte de compañeros. Muchas veces eso no es comprobable 
y cuando lo es, las empresas han pagado mucho dinero para que los compañeros no hicieran la denuncia. 


SEÑOR RAMADA (Jorge).- La realidad es que los productos que se manejan habitualmente tienen 
diferentes probabilidades de afectar la salud y muchas veces se descubren con el tiempo. 
Permanentemente, se están incorporando nuevos productos químicos a la industria; pero los estudios 
sobre las posibilidades de afectar al cuerpo o a la salud muchas veces demoran o, incluso, son tapados. 


Algunos productos que se presentaron como grandes soluciones para determinados problemas, al poco 
tiempo uno se entera de los perjuicios que acarrean a la salud. 


Más allá de los avances respecto a la legislación, a los decretos, a la posibilidad de la tripartita, a las 
paritarias por fábrica, al decreto sobre manejo de productos químicos riesgosos, una cosa es lo que dicen los 
papeles y otra es la realidad. Muchas veces, lo que está escrito, en los hechos, cuesta cumplirlo. Está en la 
tapa del libro: lo primero que hay que tomar son medidas de organización de la producción y de organización 
de los lugares de trabajo para que los posibles peligros no afecten al trabajador. En el caso particular de los 
productos químicos, hay que evitar que salgan a la atmósfera. En los hechos, el trabajador termina 
recurriendo a los elementos de protección personal que, si bien los decretos dicen que son el último recurso, 
en la realidad suelen ser el primer recurso que se aplica. Sabemos que eso genera incomodidad en el trabajo 
y, a la larga, genera que a veces no se usen permanentemente y que las posibilidades de daño estén presentes. 


Por ello entendemos que hay que buscar algo que atenúe eso. Estamos de acuerdo en que la insalubridad no 
debería existir; lo que existe son condiciones de trabajo que pueden ser insalubres y que se pueden corregir. 
Totalmente de acuerdo, pero la realidad dice que no es así. Por ello una primera medida, que es paliativa pero 
que da cierta defensa, es tener una jubilación anticipada. Conocemos casos de fábricas concretas donde 
trabajadores, al poco tiempo de jubilarse, han muerto prematuramente. Esto lo podemos relacionar con el 
ambiente de trabajo. 


Existe otra carencia que tenemos y que nos gustaría que se pudiera incluir. Me refiero a un registro de cada 
trabajador y de los productos a los que ha estado expuesto en su vida. Sabemos que este país, en temas de 
estadística, está muy atrasado. Hasta hace muy poco, las estadísticas del Banco de Seguros del Estado y del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social eran contradictorias. En su momento fue el compañero Ronald 
Graside del Sunca, quien falleció hace poco, el que planteó unificar las estadísticas. Eso no ha sucedido; los 
datos no se cruzan. A pesar de que los registros que tiene el BPS, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y el Banco de Seguros del Estado son un montón, no se hace un trabajo con ellos para poder identificar que 
determinadas condiciones de trabajo afectan la salud. Sería importante avanzar respecto a esta unificación, a 
una historia laboral relativa a los productos químicos manejados. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Bernardo).- Estamos pidiendo una bonificación y un registro nacional de los 
productos a que estuvo expuesto un trabajador a lo largo de su vida laboral. 


Básicamente, lo que se busca es reducir la exposición a los productos químicos. Por más medidas de 
seguridad que haya -se han dictado decretos donde se imponen más controles y más medidas de seguridad-, 
en los últimos tiempos la tecnología ha impuesto que los productos sean más concentrados, que el ritmo de 
trabajo sea mayor y, por lo tanto, la exposición también sea más importante. Los trabajadores de la industria 
química tienen características diferentes a otros trabajadores que, cuando sufren un accidente, los efectos son 
inmediatos y visibles. En la industria química, vos estás expuesto a un producto que muchas veces ni siquiera 
se sabe cuáles son las consecuencias a largo plazo, porque son en pequeñas dosis, pero durante muchas horas 
y todos los días. Eso hay que visualizarlo. Los invitamos a que vayan a cualquier planta de la industria 
química para que vean lo que son los olores, el polvo. Es cierto que las fábricas, muchas veces, hacen 
esfuerzos para mitigar y controlar, pero en la diaria hay desbordes, hay derrames, hay máquinas que se 
rompen. Muchas veces se mezclan los productos y no se sabe cuáles son los efectos sobre el cuerpo humano. 
Hay que hacer limpiezas de filtros, las aspiraciones se tapan, se rompen y eso es de todos los días. Es 
prácticamente imposible trabajar en una industria química y no aspirar productos que muchas veces te cortan 
la respiración, ni siquiera se puede abrir los ojos. De pronto, en lugares donde no debería existir olor, hay. 


Debemos señalar que la sobrevida de los jubilados de la industria química es tremendamente corta. No 
tenemos un registro pero sabemos que es así. 


Este es un problema serio; sabemos que el hecho de declarar insalubre al puesto de trabajo es sumamente 
complicado, pero por lo menos vemos como algo absolutamente necesario la reducción de la exposición. Por 
un cómputo diferencial, entendemos que un trabajador no debería trabajar en la industria química más de 
veinte o veinticinco años. Ya de por sí, veinte años de trabajo en una industria química, es complicado. 


Hay múltiples informes a nivel de la OIT acerca de los daños que provoca sobre el cuerpo humano la 
exposición a los productos químicos. Les dejamos un listado; muchos de ellos son básicos pero en la enorme 
mayoría de la industria química esos productos se mezclan y ahí ya no hay registro del daño que pueden 
causar, en qué tiempo, etcétera. 


SEÑOR AZPIROZ (Sebastián).- Quiero decir que no es solo el uso de los elementos de protección 
personal, sino que, además, esa protección debería estar también en los ambientes donde la persona 
está permanentemente trabajando. En las paredes, en la ropa, en los guantes, en mesas, en todos los 
recipientes están los agentes con los que trabajamos permanentemente y son los que están 
contaminando a todos los trabajadores. Por más que uno se bañe en los puestos de trabajo, esos 
agentes quedan dentro de la piel y lo terminamos llevando para nuestras casas. 


Hay muchos factores que afectan al trabajador y a su entorno. 


SEÑOR ZIPITRÍA (Diego).- Soy asesor en seguridad e higiene 


Deberíamos tener en cuenta algunos datos de la OIT: hubo 2.300.000 muertos el año pasado en accidentes y 
enfermedades debidas a la profesión, de los cuales 1.700.000 fueron por enfermedades profesionales. De 
cada diez personas que mueren de cáncer, está comprobado que una o más viene de una enfermedad 
profesional, del lugar de trabajo. Los datos son bastante claros. 


El que está dentro de la industria química sabe lo perjudicial que es el lugar de trabajo. Es muy difícil el tema 
de las mediciones en cuanto a polvo, a gases, a vapores; me refiero a descifrar si hay contaminantes o no. 
Muchas veces el material queda suspendido en el aire dos o tres días y paras evitarlo se debería usar una 
máscara durante ese lapso y es complicado. Como decían los compañeros, trabajamos con treinta, cuarenta o 
cincuenta productos químicos y después de hacer las mezclas se obtienen los derivados, por lo que es 
prácticamente imposible hacer mediciones o controles de todos esos productos químicos. No hay una fórmula 
mágica para hacer un muestreo en el lugar de trabajo y se determine tal o cual contaminante. Reitero que eso 
es imposible. En todo caso, sí se puede hacer es una medición de un polen o vapor de un contaminante 
químico o agrotóxico de un producto específico. Muchas veces estamos expuestos a distintos productos y por 
ello es complejo nuestro lugar de trabajo. 


SEÑOR PRIETO (José).- Nosotros hablamos de química, pero nosotros tenemos cinco subgrupos en el 
sindicato: pintura -sabemos cuál es la realidad de las pinturas y los solventes-, veterinaria, en la que se 
trabaja con vacunas y cepas -tenemos una realidad compleja más allá de la química básica-, el caucho 
y perfumería. 


Como decía el señor Barreto, nuestro gremio no tiene mucha prensa y vivimos una realidad bastante 
compleja. Contamos con muchas empresas fuertes, multinacionales, que respaldan como los laboratorios 
veterinarios Mecrosules y Emerial. 


Hoy estamos insertos en la realidad de la vida cotidiana desde que abrimos la canilla para lavarnos la cara en 
horas de la mañana -la empresa Efice produce cloro para OSE-, pasando por los productos de tocador y 
limpieza. Reitero que estamos insertos en la vida cotidiana. 


Estos cinco subgrupos manejan materiales tóxicos. Esperamos que los compañeros hayan entendido el 
mensaje. Seguiremos trabajando y movilizándonos para solucionar esta problemática. 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Andrade).- Para nosotros el tema la salud laboral y seguridad 
industrial es un centro indiscutible. Según las estadísticas del Banco de Seguros del Estado, tenemos 
cincuenta mil paisanos que siniestralizan, y estos son solo de los que se tiene registro; además, 
quinientos compañeros quedan con una discapacidad de por vida. 


El problema es que se naturalice la barbarie, y ahí hay una batalla cultural y política de mucha profundidad. 
Se presenta este dato terrible como algo natural. Cualquiera que compare estos datos en el mundo verá que 
hay países que están inmensamente mejor que Uruguay y, otros inmensamente peor. No hay países que 
tengan mejor suerte y destino, que sean elegidos, sino que que tiene que ver con la forma en que el trabajo se 
organiza y, por lo tanto, con la sensibilidad de entender que en la mayoría de los casos al trabajador 
siniestralizado lo matan las condiciones de trabajo. Es más, estoy convencido de que hay una parte 
importante de los problemas de salud que terminan en la mutualista que empiezan por las condiciones 
precarias del trabajo. No hay duda de que allí tenemos un centro esencial para considerar como un problema 
de justicia social. 


Estamos trabajando en forma combinada porque cuando convocamos al ministro de Trabajo y Seguridad 
Social lo primero que le planteamos fue que queremos aprobar una ley integral de salud y seguridad de 
trabajo, ciento y un año después de la Ley N” 5.032, partiendo de la base de que tenemos un déficit profundo 
al respecto. El año pasado todo el sistema político debatió sobre el delito de poner innecesariamente en riesgo 
de muerte a un trabajador, y todo el mundo coincidió en que lo que faltaba era esa gran ley de salud y 
seguridad. 


La semana posterior a la aprobación de dicha norma la central de trabajadores convocó a las cámaras 
empresariales para discutirla y ellas entendieron que no tenían más disposición para discutir esa gran ley. Ello 
duró algunos meses porque estaban ofendidas. Recién ahora se instala en el Conasat la posibilidad de debatir 
una norma integral de salud y seguridad en el trabajo. 


La changa nuestra desde acá es querer participar de esa discusión, pero no integrar el Conasat, porque hay 
algunos aspectos que nos parecen esenciales. Muchos trabajadores comienzan a realizar un trabajo complejo 
en la altura y no se les realiza un examen psicofísico para saber si tienen o no aptitudes para trabajar en esas 
condiciones. Uno se da cuenta cuando el trabajador sufre de vértigo y se cae después. ¡Es una cosa insólita! 


Acá las vacas tienen una caravanita y uno conoce su historia, es decir, qué pastó, si estuvo enferma, o si 
padeció tal o cual problema. ¡Es un elemento insólito! 


Voy a dar otro ejemplo de lo que considero tiene que estar en la normativa de salud y seguridad. Conocemos 
la cantidad de los siniestralizados, pero tenemos dificultades en la relación siniestralidad-condición de trabajo 
precaria porque eso no se investiga. 


Yo no tengo cachilo y además no sé manejar; si tuviera un cachilo seguro que chocaría. Si dos personas que 
tienen cachilo chocan, se raspan, hay que dejar todo estático para que se haga una investigación a fin de saber 
quién tuvo la culpa de la maniobra en el volante. Pero si un trabajador se corta un brazo con una sierra, no 
hay que dejar todo quieto para saber si esta herramienta estaba en condiciones. ¡Es algo increíble! ¿Cómo es 
posible que ante un elemento que se supone que corta más que un auto chocado no tengamos una 
investigación del siniestro? 


Cuando solicitamos los resultados de las investigaciones de siniestros del Banco de Seguros del Estado era 
para saber si el siniestro se produjo jugando fútbol cinco o en la fábrica, pero no hay investigación acerca de 
la condición precaria del trabajo aplicando el siniestro. 


Después surgieron una serie de dificultades porque algunos que decían: "No estoy para eso, estoy para 
curarlo y no tengo infraestructura para realizar esa investigación". Capaz que no debe hacerlo el Banco de 
Seguros del Estado sino el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o las tripartitas con otra infraestructura 
por área social. Lo cierto es que a partir de ahí se fortalece la concepción de que el trabajador se mata porque 
es tonto, se equivoca o porque se divorcia el fenómeno del trabajo como un fenómeno social, de una relación 
social cubierta por múltiples determinantes. 


Como decía, este es un tema central para nosotros. También la educación es central. No tiene sentido que no 
exista un proceso obligatorio y permanente de educación en todos los niveles, ¡ni hablar para los delegados 
de seguridad! ¿Qué costaría formar a cinco mil delegados de seguridad, con todas las horas pagas, aunque lo 
financie el Inefop, que empresarialmente no cueste ni un peso? Sería bueno que se determinara tener a los 
mejores delegados de seguridad en todas las ramas de actividad con cursos intensivos. ¿Cuánto costaría en 
términos económicos otorgar al delegado de seguridad una facultad inspectiva? Es obvio que no hay equipo 
inspectivo de cualquier emprendimiento que pueda prever el riesgo. ¡En la construcción ni hablar! Uno puede 
llegar en hora de la mañana a una obra y verla en determinada situación y en la tarde encontrarse con una 
realidad de riesgo que no tenga nada que ver con lo que existía en hora de la mañana, aunque haya 
concurrido un inspector. 


¿Cuál es el problema en generar condiciones de fiscalización para que las ejerza el compañero de la tripartita, 
o el representante del delegado de seguridad? También se podría genera algún mecanismo, como existe en 
algunos países, para independizar la gestión del técnico prevencionista de la empresa, es decir, abrir un 
registro y que una tasa financie su salario para no tener una relación de dependencia laboral que después lo 
limita para la tarea técnica. 


Como dije, debemos abordar una ley integral de salud y seguridad en el trabajo que establezca un protocolo y 
las condiciones de trabajo. Increíblemente tenemos una normativa que establece que cuando se trata de 
alojamientos deben existir tres metros cuadrados por trabajador alcanza. Es decir que si una empresa te va a 
dar alojamiento, con tres metros alcanza. Entonces, en una casa de ocho por ocho pueden vivir veintiún 
trabajadores, y es legal. ¡Dan ganas de matarse! 


En términos del atraso de las condiciones de trabajo este aspecto es elemental, y podemos seguir de largo. 


Voy a referirme a un asunto que puede estar relacionado. Nos hemos comprometido a elaborar una iniciativa 
relativa a la salud integral y seguridad laboral porque no nos parece batalla más digna que evitar que los 
trabajadores se maten o se maten por condiciones de trabajo precarias. Sabemos que es un tema cultural que 
también nos expone a los trabajadores. 


Muchas veces, después de un siniestro, cuando vemos a un compañero tapado con nylon en el piso, haríamos 
cualquier cosa para que ello no ocurriera, pero en ocasiones cinco minutos minutos antes tenemos 
dificultades para asumir una conducta que esté a la altura. Se trata de una batalla cultural enorme. Todavía no 
ponemos la misma intensidad para reclamar que faltó una medida de seguridad, pero sí cuando nos falta una 


hora extra en el recibo de sueldo. Es una batalla cultural que también es nuestra batalla cultural; nos pasa a 
todos. En mi rama de actividad -de la que todavía sigo siendo parte en mi cabeza- también es una batalla 
profunda. 


No hay dudas dónde están las responsabilidades desde el punto de vista de la organización del trabajo. Por 
eso pienso que debería existir un registro de empresas infractoras. Recién estábamos discutiendo acerca de la 
ley de inversiones y este es un tema cantado. El cumplimiento pleno de las condiciones de trabajo tendría que 
ser algo cantado para aplicar exoneraciones fiscales para compras públicas, contrataciones y licitaciones. Ese 
debe ser un tema cantado. 


Ustedes saben que hemos fracasado porque existe el clearing armado en la Conasat pero no tiene ninguna 
relación con la vida laboral y existe el registro de empresas infractoras de la construcción que sirve para 
estudio de la inspección y no para el vínculo real con la actividad económica. Todavía hay que avanzar desde 
el punto de vista integral. 


Sobre el tema específico, hay dos chances: se reduce la jornada o se aplica el cómputo bonificado; cuando 
existen condiciones de riesgo se recurre a una de estas dos posibilidades. Acá ha venido una cantidad de 
delegaciones con la misma preocupación. Sabemos que esta preocupación la tiene la industria frigorífica, la 
de la construcción, la resolvió la pesca pero se aplica mal; también la tienen los trabajadores turnantes, de 
acuerdo con un planteo que hicieron los compañeros de la Federación de Ancap; lo mismo ocurre con los 
compañeros de la salud privada, y debe haber más. Todos ellos han llegado acá con la misma preocupación. 


Uruguay retrocedió en materia de años bonificados; los que había los barrió la dictadura. Luego, en la Ley 
N? 16.013 se establecieron condiciones económicas que hacen muy compleja la posibilidad de bonificar. Esta 
es una batalla profunda en la que hay que invertir el orden de los términos. En general esta batalla se aborda 
así: "¿Cuánto sale?" La primera inquietud es lo económico y no se cuestiona si es justo, o no. Es más, la 
misma norma estableció que cada cinco años había que estudiar la bonificada; había que revisarla. 


¿Qué podemos ofrecer? En primer lugar, trabajar. Para considerar este tema tendríamos que convocar a dos 
jugadores, uno de ellos es la comisión honoraria para el estudio del trabajo insalubre y el otro es la cátedra de 
salud laboral. 


Hace algunos años presentamos los informes médicos de la cátedra argentina que identificó que el trabajador 
de la construcción tiene envejecimiento precoz y muere antes que los demás. Esa fue la definición por la cual 
esta industria y la de la carne en Argentina tiene un tratamiento bonificado. Llegamos a la conclusión de que 
no puede ser tan distinto el trabajo de la construcción en Argentina que acá. Luego presentamos informes de 
nuestra cátedra que fundamentan en la misma dirección. 


Hay una parte que es técnica y científica, que tiene que ver con la masa crítica atrás de una iniciativa de estas 
características, y hay otra que es política social que implica que se establezca en la agenda como prioridad. 
Esta es la manera en que podemos ayudar, pero no alcanza solo con la voluntad de la Comisión de 
Legislación de Trabajo. 


Saludamos la acción social cuando hay consenso pleno y también cuando tenemos divergencias, porque lo 
peor es la línea emocional. 


En nuestra agenda de trabajo establecimos que cada dos meses recibimos al ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social para tratar distintos temas, y este es un tema cantado, que puede demorar seis meses o un 
año -ojalá sean seis días-, que tiene un asunto central que es de justicia. Creo que las ramas de actividad que 
se manifestaron sobre los temas de cómputo especial para la jubilación lo hacen con fundamentos muy 
sólidos. No se trata de un capricho ni una ventaja. Es más, en algunos casos hasta con más fundamento que 
algunos de los sectores que tienen años bonificados. Es cuestión de mirar y comparar. Cada uno tendrá su 
referencia atrás, pero no creo que sea más insalubre quien trabaja en un casino que quien lo hace en la 
industria química, la construcción o en el frigorífico. 


Está claro que debemos dar una discusión en término políticos, además de recibir la documentación y 
mantenernos en contacto. 


Sabemos que esta no será una batalla sencilla. En el mundo, los procesos de seguridad social van en la 
dirección contraria, de que hay que trabajar hasta el último día. En todo caso, habría que ver cómo construir 
ámbitos que ayuden a financiar investigaciones que fundamenten estas cosas. Creo que serviría generar un 
equipo de investigaciones. De pronto tendríamos que hablar con la Universidad para ver cómo se puede 
estudiar la expectativa de vida de los trabajadores de determinada rama de actividad a fin de ayudar en la 
fundamentación. 


Antes de que se trabajara con la cátedra sobre el envejecimiento precoz teníamos claro el tema. No 
precisábamos ningún estudio, pero se necesita que la cátedra lo confirme en términos de la realidad. Todos 
aparentamos más años de los que tenemos porque la intemperie te va comiendo de a pedazos. 


Nos da alegría recibirlos y que este tema esté arriba de la mesa. Es muy justo pelear por el salario. Me da una 
enorme alegría cuando el movimiento sindical además de la pelea por el salario da una batalla más profunda. 
Como se dijo acá, cada quince minutos se nos muere una persona en el mundo, solo de los que están 
registrados porque, ¡ni hablar de lo que no están registrados! Esta es una forma de genocidio. Si hay tasas que 
son veinte veces mayor en un país que en otro, no hay duda de que tiene que ver con las condiciones con las 
que el trabajo se organiza; no cabe dudas de que ahí hay un factor pesado. 


Con seguridad en este ámbito encontrarán un lugar y socios para trabajar, laburar y poner cabeza al tema. 


SEÑOR PUIG (Luis).- Los compañeros de la delegación del sindicato planteaban hacer un cotejo con 
la realidad. El señor Jorge Ramada decía que hay determinadas premisas, que nosotros compartimos, 
desde el punto de vista teórico que dicen que cuando hay un proceso productivo que afecta a la salud 
de los trabajadores, no hay que esperar que se enfermen sino generar los cambios para que su salud no 
se vea afectada. Eso es básicamente correcto, pero el tema es que en una enorme cantidad de 
situaciones no se ha encontrado la posibilidad de cambiar esos procesos productivos. En todo caso, esos 
factores que atentan contra la salud y la vida de los trabajadores se agudizan cada vez más. 


Uno no podría decir a los trabajadores de la química que hubo un día en el cual algún dirigente tuvo la 
brillante idea de decir: "Ahora vamos a trabajar en el tema salud". En realidad, acá hay un trabajo 
sistemático. Creo que han aportado durante mucho tiempo, y que con un estudio muy serio se determinaron 
las condiciones de trabajo que afectan los diferentes grupos relacionados con la química, que son bien 
distintos. Es muy distinta la industria de la química básica con pinturería a otras áreas. Lo que hoy se puso 
arriba de la mesa es una situación que nuestros invitados conocen tan bien o mejor que nosotros. Hay 
necesidad de demostrar la corrección de los planteos, que fueron realizados a cabalidad. Es más, están los 
aportes de estudios científicos, lo dicho por la cátedra de salud ocupacional de medicina, lo que han 
expresado diferentes actores que estudiaron el tema y la descripción de muchos de los componentes en la 
industria química que muestran que se afecta a la salud especificando qué y cuáles son las consecuencias que 
llevan la continuidad de esos procesos. Todos sabemos que eso es solo una parte. Convencer sobre la justeza 
del reclamo, es una parte; después se cruzan intereses muy fuertes que muchas veces impiden que se 
concreten aspectos fundamentales en algo que, en teoría, nadie podría estar en contra, porque es muy difícil 
que alguien fundamente que no hay que invertir en que el trabajador no se enferme, que no se produzcan 
tantos accidentes de trabajo o que no mueran tantos trabajadores producto de las enfermedades profesionales. 
Ahora, ese debate que no se da abiertamente, muchas veces se convierte en obstáculo insalvable de presiones 
muy fuertes y respaldos económicos importantes que tienden a trancar esta situación. 


Cuando hace un tiempo acá los compañeros plantearon enviar una minuta al Poder Ejecutivo, fundamentaron 
largamente esa situación, y creo que sigue siendo correcta. 


Me parece que acá hay un aporte al sector y a algo que para nosotros es irrenunciable, es decir, una ley 
general de salud en el trabajo. Más allá de las diversidades de las actividades, debe existir un núcleo común 
que se respete en todas las áreas. No sé si todas las modificaciones o reclamos en materia de salud pueden 
esperar un proyecto de ley que será muy complejo e insumirá mucho tiempo. 


En el Período pasado consideramos la ley de responsabilidad del empleador porque se estaba muriendo un 
trabajador por semana por accidente de trabajo. Esa iniciativa fue muy compleja; tuvimos la oposición de la 
totalidad de las cámaras empresariales que decenas de veces estuvieron en la Comisión para parar ese 
proyecto pero, finalmente, se logró aprobar, pero claro que no fue por la brillantez de ningún legislador sino 


porque hubo trabajadores movilizados en defensa de la vida y de la salud. Por eso, esta concurrencia del 
sindicato de la industria química con trabajadores movilizados es una contribución bien importante que parte 
de la base de que, más allá de que les asiste plenamente la razón, este tipo de cosas generan obstáculos y 
enfrentamientos. Debemos saber que la movilización es un factor fundamental en torno a eso. 


Simplemente, convocamos a seguir trabajando juntos, a tratar de impulsar aspectos que tienen que ver con 
algunas reivindicaciones concretas, como una alternativa a la exposición a agentes químicos: no es lo mismo 
estar expuesto durante treinta años, que durante veinte. Tal vez no sea la solución de fondo pero, 
básicamente, para el trabajador, no es lo mismo. 


Los compañeros mencionaban las consecuencias que se descubren después. Vengo de un gremio que sobre 
finales de la década de los setenta pudo vivir en carne propia los problemas de salud de muchos trabajadores 
que habían estado en los hornos de carbón de coque que se utilizaban para la fabricación de gas y que morían 
de cáncer de pulmón. Al principio, parecía una cuestión anecdótica -"¿Te acordás de Fulano? ¿De qué murió? 
De cáncer de pulmón", hasta que en algún momentose asoció la exposición a la quema de carbón de coque 
con esa enfermedad. 


Estoy seguro de que existe unanimidad en la Comisión para trabajar concretamente en este tema y en esa 
pelea general por una ley de salud general en el trabajo. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- Me congratula la movilización que hacen los compañeros. Creo que la 
propia Central Obrera tendría que llamar a una gran movilización por los trabajos insalubres en 
varias áreas. Hay que trabajar en eso y conformar una gran mesa de diálogo, porque aisladamente, se 
van entre las manos situaciones particulares. 


Comparto lo que decía el señor diputado Luis Puig en el sentido de que la ley general va a llevar un largo 
tiempo de discusión y que el trabajo con insalubridad y el riesgo en el trabajo son distintos. A veces, hay 
riesgos en el trabajo que se pueden neutralizar con medidas rápidas, pero en este caso, no es así, porque la 
insalubridad se genera por el prolongado tiempo de exposición frente al producto. 


Provengo de la industria del vidrio, en la que nos computan cuatro años por tres, nos amparamos en el 
Decreto N* 502 del año 1984 -o 1989-, y tuvimos que hacer presiones terribles con la Comisión Honoraria de 
Trabajos Insalubres; recuerdo que las patronales expusieron a los médicos que estaban allí. De todas maneras, 
se peleó y se peleó y en el proceso del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se llegó a un paliativo, a una 
medida administrativa para exponerse menos al riesgo. Se redujo la jornada a seis horas y así se trabajó 
durante cuatro meses, demostrando que no estaba en riesgo la competitividad de la empresa -con un informe 
que realizó Daniel Olesker, que en ese momento estaba en el Instituto Cuesta Duarte-, porque ese era su 
argumento. Todo lo contrario: la menor exposición al riesgo en carga horaria también significaba mejor 
descanso de los trabajadores. En el momento en que se producía el cansancio, se producía la rotación, lo que 
daba continuidad a la producción. No obstante, la industria cerró. 


En realidad, lo que se acordó después fue la aplicación del Decreto y la gente tuvo que movilizarse, porque 
allí se establecía que se consideraban los últimos diez años de actividad -no había más industria del vidrio, 
entonces no había más actividad-; recuerdo a los compañeros que tenían cuarenta y cinco o cincuenta años, 
pero la pelea valió la pena para cambiar el Decreto y que se tomaran diez años cualquiera. 


Creo que, en particular, habría que atender la bonificación del gremio de la industria química y luego trabajar 
con él y los demás gremios en una ley general. A los trabajadores asalariados nos hacen la historia laboral en 
el BPS, donde uno puede saber todo lo que aportó y todo lo que hizo, pero nunca existió la historia laboral en 
salud ocupacional. Conozco a la mayoría de las doctoras que hasta el día de hoy trabajan allí, quienes me han 
dicho que no tienen la historia laboral de un trabajador o de una trabajadora donde figure que se haya 
enfermado, que haya tenido tal problema en los riñones o en los pulmones. Eso no existe; sin embargo, se ha 
avanzado en muchas cosas importantes en materia de seguridad social y de bonificación de áreas. 


Recuerdo la pelea por los casos de neumoconiosis, de las compañeras de Milton, que trabajaban con 
productos químicos para teñir los gamulanes que se exportaban a Alemania. ¿Qué hizo el empresario? Se fue 
del hipódromo y se instaló en San José; parece que la insalubridad tiene frontera departamental. Es bueno que 
atendamos estos hechos. 


Estaba leyendo la minuta de comunicación y me parece conveniente replantear el tema en este Período al 
Banco de Previsión Social y a los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Salud Pública. No creo que 
esté siendo tratado por la Comisión Honoraria de Trabajos Insalubres -no sé si todavía funciona-, pero habría 
que promover algo así. En aquel momento, estaba integrada por el Rector de la Universidad, el Departamento 
de Toxicología, el Pit-Cnt. ¿Qué pasó? ¿Desaparecieron los trabajos insalubres en el Uruguay? Creo que no y 
que hay que reactivar ese ámbito que me parece, por lo menos, de orientación o de asesoramiento para el 
Poder Ejecutivo, que es el que le presta el local en el Ministerio de Salud Pública para poder funcionar 


Quizás ustedes nos podrían aportar un historial sobre determinados productos o si ha habido alguna 
investigación sobre casos de personas con determinado número de años de labor. Eso lo tuvimos que hacer en 
la industria del vidrio; tuvimos que presentar fibroscopías de compañeros para demostrar los casos. 


De todas maneras, creo que hay que seguir movilizados; lo que hoy hicieron ustedes está muy bien, pero hay 
que seguir. Quizás haya que convocar a otros gremios; el del vidrio sigue estando presente. Si bien hoy 
estamos en el gremio del metal, el Untmra, nos tiramos más hacia la industria química por las condiciones de 
trabajo y el polvo de sílice libre. Hay que lograr mayor movilización con los gremios y concretar este planteo 
que hacen, que no es descabellado. 


Se trata de un tema que es real. Aquí hay dos opciones administrativas que se pueden tomar: menor 
exposición al riesgo -la mayoría de las veces las empresas lo plantean como un riesgo económico- y que la 
persona pueda estar más tiempo con su familia, disfrutar algunos años más. Con los compañeros de la 
Comisión vamos a trabajar duro en esto porque es un planteo lindo para llevar a cabo. 


SEÑOR BARRETO (Raúl).- Queremos recordar a los compañeros legisladores -algunos siguen siendo 
compañeros de lucha a pesar de que hoy están en otro puesto, lo cual celebramos- que hace tres años 
tuvimos tres muertes en la industria química en empresas a las cuales quisimos entrar, porque 
sabíamos las condiciones en las que se trabajaba, pero no nos dejaron y sufrimos las consecuencias. 
Tuvimos que ver los cuerpos en algunos lugares donde habían ocurrido explosiones -como en la fábrica 
de pintura-; en una fábrica multinacional, un compañero estaba arriba de un tanque sin las 
condiciones de seguridad, cayó y el cuerpo fue desparramado por toda la planta, y también está el caso 
del compañero que cayó adentro de un silo porque no le daban el cinturón de seguridad para trabajar. 
Esto nos motiva más: por un lado, las condiciones de seguridad y, por otro, los riesgos que asumieron 
los compañeros para no ser despedidos o suspendidos. 


También queremos recordarles que hay un decreto en el que figura que cada cuatro o cinco meses las 
empresas deben realizar controles de orina y de sangre a los compañeros que hacen trabajos con productos 
tóxicos; sin embargo, no se los hacen. En 2005 hicimos una ocupación con los compañeros de Dirox y no era 
por salarios sino porque los compañeros estaban trabajando en condiciones muy jodidas. Se hicieron 
controles en una empresa que truchaba los resultados. Luego, los compañeros se fueron enterando de que 
estaban enfermos, que estaban en condiciones que no eran las normales y, a raíz de esto, el sindicato hoy se 
está tratando de movilizar. 


Sabemos que tenemos que poner de nuestro lado. No es solo comprometer a los compañeros legisladores o a 
los Ministerios que sean, sino hacer que los trabajadores se involucren en el tema. El año que viene tenemos 
el Consejo de Salarios y el primer punto antes de los demás temas salariales -como lo hicieron nuestros viejos 
compañeros fundadores del sindicato- va a ser la ley de salud laboral que vamos a plantear al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


Capaz que nos vemos otra vez -espero que sí-, pero queremos que sepan que a partir de hoy vamos a estar 
movilizados y vamos a estar en la calle dando la pelea. Ese es el compromiso que tenemos como trabajadores 
porque, en definitiva, muchos de nosotros trabajamos treinta o treinta y cinco años en la industria química y 
estamos jodidos no sabemos si porque estamos viejos o porque hemos trabajado con malas condiciones. A 
partir de 2005, las mismas se hicieron respetar en algunas fábricas pero en la mayoría de ellas, no. Sabemos 
que del otro lado no quieren que nos movilicemos y que las cosas queden tapadas. 


Muchas enfermedades de los trabajadores fueron tapadas con dinero. Podemos traer algunos argumentos de 
esas situaciones, porque los tenemos. Hasta tenemos acuerdos que se hicieron con compañeros que estaban 


enfermos a los que les dijeron que les daban determinada cantidad de plata para que no hicieran la denuncia 
correspondiente. 


SEÑOR AZPIROZ (Sebastián).- Hace unos años tuvimos las tres muertes que se mencionó y eso fue 
justo antes de la ronda del Consejo de Salarios. Digo esto para demostrar lo que es el compromiso del 
sindicato con la seguridad: en ese momento dijimos que no nos sentábamos a negociar por plata hasta 
que las cinco cámaras que pertenecen al sindicato de la química -pintura, perfumería, caucho, 
veterinaria y química- aceptaran establecer comisiones bipartitas de seguridad. Nuestro compromiso 
con la salud y con la seguridad en el trabajo está más que demostrado. 


SEÑOR RAMADA (Jorge).- Quiero aclarar que la Comisión Honoraria de Trabajos Insalubres existe 
porque la ley sigue vigente; el tema es que no se reúne. Es más, nosotros fuimos allá, les pusimos 
ejemplos de lo que convendría hacer en las fábricas y les recomendamos que fueran para ver, pero 
nunca fueron. Esa es la realidad. Es un tema que, como tantas otras cosas, está en el papel pero no 
existe en la práctica. 


En cuanto a las investigaciones o datos, algunas fábricas han cerrado. Recuerdo dos casos -Italcolor y Sudy- 
donde los compañeros murieron relativamente jóvenes. Más allá de lo que podamos aportar, el trabajo 
completo no está al alcance del sindicato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que tenemos dos delegaciones más y a la hora 14 hay Asamblea 
General, propongo convocar a la Comisión Honoraria de Trabajos Insalubres o al señor Ministro como 
su responsable. Creo que también sería bueno convocar a la Cátedra de Salud Laboral. Habría que ver 
si podemos hacer algún convenio con el Inefop o con el Parlamento para financiar las investigaciones 
que sean necesarias para construir la masa crítica, pero seguro somos socios para este laburo. 


Les agradecemos su presencia. Les pedimos disculpas pero no queremos dejar a nadie sin ser recibido. 
(Se retira de sala el sindicato de trabajadores de la industria química) 


(Ingresan a Sala representantes del Centro Unión Obreros Papeleros y Celulosa de Juan Lacaze, 
Cuopyc) 


La Comisión tiene el agrado de recibir al Presidente del Centro Unión Obreros Papeleros y Celulosa de 
Juan Lacaze, señor Alejandro Martínez, a su Secretario General, señor Agustín Buffa, al Tesorero, señor 
Federico Pontet, y a los delegados Julio Burgueño, Edgardo Pérez, Diego Rabaza y Washington Cayaffa. 


SEÑOR BURGUEÑO (Julio).- Soy Presidente de la Federación Papelera del Uruguay. 


Antes de plantear el asunto en particular, quiero comentar la situación que vive la industria, que es bastante 
complicada. 


La producción de papel y celulosa tiene dos caras: las empresas Montes del Plata y UPM, que funcionan muy 
bien, con precios estables de celulosa, lo que las vuelve muy rentables, y la industria del papel en Uruguay, 
que enfrenta bastantes dificultades. En virtud del precio de los fletes, las papeleras nacionales están obligadas 
a exportar a Argentina, Paraguay y al sur de Brasil, y complementan con el mercado interno. 


En ese sentido, debemos empezar comentando la situación de Urukor S.A, ubicada en camino Susana Pintos, 
empresa que tenía 102 trabajadores, que producía cajas de cartón. La empresa entró en concordato y los 
compañeros formaron una cooperativa, haciendo lo imposible para que funcionara. En este momento, la 
cooperativa vive una situación muy complicada, porque el Fondes está y no está. Además, desde enero, no 
tienen derecho a cobrar seguro de paro, pero igual siguen cuidando la fábrica, porque debido a la zona en que 
se encuentra, si no lo hacen, el vandalismo hará que quede sin nada. 


Los compañeros siguen esperando el aporte del Fondes. En ese sentido, hicieron los estudios con el Inacoop; 
nos reunimos con el nuevo director y nos dijo que estaba en regla y que el proyecto era viable. No obstante, 


siguen en esta incertidumbre y no saben si recibirán el dinero para seguir funcionando. Hablamos con el 
Ministerio de Economía y Finanzas y con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y nos dicen que no 
habrá más extensiones de seguro de paro. Esto nos preocupa, porque se extiende el seguro de paro a Alas U, 
mientras que estos cincuenta compañeros que cuidan la fábrica desde enero viven una situación compleja y 
delicada. 


Por otra parte, Ipusa acaba de anunciar que a partir del 1* de agosto mandaría a ochenta trabajadores al 
seguro de paro, sin fecha de retorno, debido a que Argentina no está pagando. Ipusa pararía las máquinas 
papeleras, y quienes trabajamos en la industria sabemos que es la última medida, porque no es fácil volver a 
ponerlas en funcionamiento. Ipusa exporta alrededor de US$ 23.000.000 a Argentina por año, pero por el 
cepo cambiario, dicho país no está pagando y acumula una deuda con la empresa de US$ 7.000.000, que 
ocasionó a su vez deudas y otras dificultades. 


Hemos emprendido algunas gestiones, pero no hay mucho por hacer, porque todo depende de que el 
Gobierno argentino libere la compra de dólares para pagar. 


También debemos plantear la situación que viven los compañeros de Fanapel, empresa que, como se sabe, 
arrastra una crisis prolongada, debido, en parte, a los problemas de pago de Argentina. 


Hace dos años, encargamos un estudio al Instituto Cuesta Duarte, que ya entonces determinaba que la región 
se estaba transformando en productora de celulosa. Probablemente, de continuar esa situación, se 
transformaría en importadora de papel, lo que nos preocupa, porque lo que ocupa más mano de obra es la 
producción de papel y subproductos. El estudio señalaba que esto ya sucedía en Argentina y Uruguay y un 
poco menos en Brasil y Chile. 


El sindicato planteó esta preocupación a los ministros de Industria, Energía y Minería y de Trabajo y 
Seguridad Social del Gobierno anterior, y si no se toman medidas, probablemente, la situación empeore. Ya 
encontramos en algunas reparticiones públicas papel procedente de Vietnam y de China y no entendemos por 
qué el Estado no impone la compra de productos uruguayos. 


La industria ha perdido muchos puestos de trabajo. Seguramente, la Federación buscará el diálogo, pero hay 
cosas que no podemos permitir, y a veces, se nos hace difícil encontrar soluciones cuando el problema no 
pasa por la empresa ni por los trabajadores, sino por política exterior. 


Dejo copia del estudio realizado por el Instituto Cuesta Duarte, cuyas conclusiones nos preocupan, porque se 
empiezan a ver algunas señales y tememos que se sigan concretando las previsiones que advirtieron los 
compañeros. 


SEÑOR BUFFA (Agustín).- Soy Secretario General del Centro Unión de Papeleros de Celulosa de Juan 
Lacaze. 


Fanapel vive una situación bastante adversa; hace veinte días, pararon las dos plantas involucradas en el 
proceso de elaboración de fibra corta, de eucalipto. Es obvio que con el surgimiento de dos proyectos tan 
potentes como Montes del Plata y UPM, los precios significativos llevaron a Fanapel a consumir celulosa ya 
fabricada, dejando el proceso interno de lado. Fanapel intentó reconvertir el proceso, pasando de la 
producción de fibra corta eucalipto a fibra larga pino para lograr más competitividad en el mercado interno y 
externo. 


La prueba se hizo en dos etapas; en diciembre del año pasado, cuando se logró un objetivo visual, pero no 
sustancioso, y se preparó la planta para una nueva prueba, que fracasó nuevamente. Fanapel planteó que los 
precios y el valor de la producción fueron el doble del costo de venta, lo que hacía totalmente inviable el 
proyecto. La empresa también conversó con los proveedores de la materia prima -madera y químicos-, pero 
no obtuvo una respuesta satisfactoria, y por eso resignó la continuidad del nuevo proyecto, lo que implica la 
desafectación de sesenta compañeros. 


Fanapel nos plantea tres caminos para desafectar a estos compañeros. La empresa plantea que quiere 
mantener al personal calificado y entrenado en este proceso, reubicándolo en la plantilla del papel -no se 
crearon cincuenta puestos de trabajo y estaríamos hablando, entonces, de una reubicación-, no renovar los 


contratos a término, jubilar a los compañeros que pueden iniciar el trámite jubilatorio y, por último, los 
despidos voluntarios. Acordamos en los dos últimos puntos, y si los compañeros lo desean, se acogerían a lo 
ofrecido por la empresa. 


No obstante, el sindicato planteó que la empresa viene decayendo desde 2006 y siempre pagó el obrero. 
Trajimos los antecedentes de las negociaciones del sindicato con diferentes actores desde 2006 a la fecha 
para demostrar que los trabajadores avizoraban estas situaciones con gran antelación. También enviamos a la 
Comisión de Legislación del Trabajo una nota donde demostramos que ya en 2009 planteábamos algunos 
puntos que hoy convergen en esta situación. 


Por eso, queremos saber si se pudiera extender el beneficio del seguro de paro o estudiar la posibilidad de que 
se puedan jubilar compañeros con 55 años, que no podrían iniciar el trámite jubilatorio por la edad y la 
retención de las Afap, puesto que hasta los 60 años no se les complementaría esa parte de los aportes. 


Asimismo, debo comentar la situación social que vive Juan Lacaze, que hace cuatro décadas que viene 
sufriendo despojos y cierre de industrias, como Campomar y Soulas, que en su momento, fueron muy 
poderosas y empleaban a más de 3.200 obreros. En 1993, se despidió a los últimos 1.200 obreros, y hoy 
funciona como una cooperativa, nada más que con 90 compañeros. 


Este planteamiento de Cuopyc tiene antecedentes en la ley de Thelman Borges, que permitió que compañeros 
que estaban en la misma situación se pudieran jubilar. 


En 1985 y en 1990 hubo huelgas en Fanapel, que dejaron compañeros por el camino, y no hubo resolución ni 
recuperación del personal; sin embargo, la industria sigue marchando de la misma manera y aumentando su 
producción. Los trabajadores absorbieron tareas y compromisos de compañeros que ya no están, sin aumento 
de salario. El sindicato mostró durante décadas una importante flexibilidad en la negociación, porque cree 
que el diálogo es el camino, y tuvo que sacrificar logros y conquistas para mantener las fuentes de trabajo en 
Juan Lacaze. Por eso no estamos dispuestos a seguir perdiendo nuestros valores y principios, porque sería 
traicionar nuestros ideales. Sin embargo, la empresa sigue prosperando, pero los trabajadores somos los 
primeros afectados por su recesión. 


Asimismo, cuando el Ministerio propone a Fanapel que presente los números, no los exhibe. Por eso, el 
sindicato tiene una visión muy corta de la realidad de Fanapel, pero sabemos que hace sesenta o setenta años 
que la empresa tiene los números en rojo. 


Nuestro sindicato quiere más credibilidad y, además, los habitantes de Juan Lacaze están cansados de padecer 
la recesión de las industrias, sin recibir ninguna respuesta. 


SEÑOR MARTÍNEZ (Alejandro).- En las plantas en que se detuvo la producción, trabajan alrededor 
de sesenta compañeros. El sindicato negoció que esos compañeros fueran reubicados en la empresa y 
que se les conserve la categoría y el régimen de trabajo, a lo que la empresa, en principio, se opuso. No 
obstante, para reubicar a los compañeros, es necesario generar los puestos de trabajo 
correspondientes, y fue lo que comentó nuestro compañero: iniciar los trámites jubilatorios de aquellos 
compañeros que ya tienen el derecho, con el pago que corresponde por seguro de paro, no renovar los 
contratos a término, que comprende a alrededor de treinta y seis personas, y los despidos voluntarios. 
Así se busca crear los puestos de trabajo para los compañeros de las dos plantas que detuvieron sus 
actividades. 


La mayoría de los compañeros que trabajan en las dos plantas son mayores y, como bien sabemos, su 
reinserción en el mercado laboral será muy difícil. Los que tienen contrato a término son trabajadores 
jóvenes, con cierto nivel de estudio, por lo que les sería más fácil encontrar trabajo en otro lado; de todas 
maneras, nosotros queremos conservarlos dentro de la empresa. Entonces, se está buscando abrir el abanico 
de alguna manera para que el retiro del personal, siempre con el consentimiento de cada trabajador, sea un 
poco más amplio, creándose instrumentos como el del seguro de paro renovable. El compañero Agustín 
Buffa planteó lo que podría ser una jubilación anticipada: esta idea está muy latente en muchas personas de 
Juan Lacaze, ya que existe el antecedente de la empresa Campomar, de la misma localidad. En aquel 
momento, esos trabajadores pudieron jubilarse con 55 años, cumpliendo con ciertos requisitos. 


Precisamente, lo que buscamos es la jubilación anticipada de las personas que tengan 55 años, con 30 años de 
aportes o más. Aclaro que estamos hablando de un número no mayor a veinte o veinticinco personas y no de 
todo el personal de las plantas. Pretendemos que siga trabajando la mayor cantidad de personal con contrato a 
término: algunas de esas personas ya son afiliadas al sindicato. Obviamente, primero vamos a defender a los 
trabajadores propios. 


La fábrica ha sido coherente en el accionar, en el sentido de que ha sido disminuida la cantidad de 
trabajadores de las empresas prestadoras de servicios para tratar de absorber un poco más a los que queremos 
reubicar. 


Quisiéramos saber si existe otra alternativa que a nosotros no se nos haya ocurrido para que la gente pueda 
retirarse, siempre y cuando esté de acuerdo con hacerlo, y para que se generen espacios para la gente joven 
con gran potencial: a esta altura hay muchachos que están muy bien evaluados. 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Andrade).- Aquí hay distintos asuntos planteados y creo que hay un 
tema de la industria en general. Ahora bien; por una circunstancia de crisis bastante profunda en la 
industria láctea, estamos pensando en convocar a la ministra de Industria, Energía y Minería a esta 
Comisión. Capaz que en esa misma convocatoria se podría generar por lo menos un llamado a la 
preocupación. Yo no sé si ustedes tienen en funcionamiento una mesa sectorial con ese Ministerio, pero 
capaz que ese puede ser un ámbito idóneo -sé que existe en la industria láctea y en algún momento lo 
hubo en la carne y en el sector metalúrgico- que no sea para negociación colectiva, sino para definir 
políticas industriales, sabiendo que nadie conoce mejor cuáles son las medidas que pueden afectar al 
sector que quien está en la rama. 


Uno conversa con los compañeros de la industria de la cerámica y le queda claro que en la Aduana no hay 
ningún tipo de criterio para el ingreso, ni ningún componente de calidad que muchas veces sí se pide para la 
exportación. Entonces, hay medidas que pueden ser auspiciosas para la defensa de una actividad industrial, 
que nadie conoce mejor que los trabajadores del sector. Hace poco estuvieron los compañeros de Azucarlito 
manifestando cómo el tema del envasado generaba una serie de problemas en una industria que también está 
en dificultades. Y los problemas industriales de un país, en el corto plazo terminan siendo sociales: no hay 
forma de que se sostenga una economía si sus pies están atravesando una condición de dificultad. 


Por otra parte, quisiera pedirles a los invitados si pueden alcanzarnos material acerca de cuál fue la salida 
para el caso de Campomar: si fue iniciativa del Poder Ejecutivo o legislativa y qué contempló. Nosotros no 
encontramos esa pista cuando se produjo el cierre de Olmos. Uno de los componentes que buscamos ahí, fue 
el de generar el mecanismo de jubilación bonificada, pero no hubo forma de encontrarlo: en ese momento 
fracasamos. Ojalá eso no suceda en este caso: capaz que en aquella oportunidad había una cantidad mayor de 
trabajadores en tal circunstancia. 


Esto no quiere decir que hoy no se pueda encontrar una salida diferente; en aquel momento estuvo muy 
cerca. Entre las cosas que discutimos para la salida de Metzen y Sena estaba la reapertura de la fábrica -que 
recién se logró 3 años después- e hicimos este planteo para una serie de trabajadores que estaban cerca de la 
jubilación. Reitero que en ese planteo fracasamos, pero ello no quiere decir que no le encontremos la vuelta a 
este asunto. Es más, habíamos manejado el tema de los trabajadores de Cristalerías del Uruguay, pero lo que 
ellos tenían era un cómputo jubilatorio especial, por eso se había permitido la jubilación de algunos. O sea 
que existía una condición previa diferente. 


Entonces, si hay un antecedente sería bueno conocerlo para trabajar en esa dirección. Desconozco si en esta 
materia hay iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. De ser así, podemos agendar este asunto para abordarlo 
en el ámbito bimensual que tenemos con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Por otra parte, procedería convocar a la empresa para ver qué otras variantes se pueden buscar. En general, en 
momentos de dificultad económica, hay que tratar de tener los mejores niveles de negociación colectiva para 
que el impacto sea menor, en una zona en la que tenemos claro que todo está complicado -Juan Lacaze, 
Rosario, Nueva Helvecia- a partir del problema de la industria láctea. Se trata de una zona de Colonia que, 
siendo un departamento que siempre ha presentado indicadores por encima de la media, hoy atraviesa una 
circunstancia de determinada dificultad. 


Como dije, la Comisión ya tiene prevista una reunión con la ministra de Industria, Energía y Minería por el 
problema lácteo, pero podemos incluir este tema en la agenda y ver si se puede armar un ámbito para pensar 
la perspectiva a mediano plazo con los actores sociales, a fin de construir una política que defienda la 
actividad industrial. 


Por otra parte, correspondería convocar a la empresa y estudiar los antecedentes que existen para una de las 
salidas que sería la jubilación anticipada, a fin de determinar si el Poder Legislativo puede tener iniciativa en 
la materia, o si debe ser del Poder Ejecutivo. En todo caso, debemos trabajar al respecto. Aquí se han dado 
situaciones especiales -por eso yo ponía el ejemplo de Olmos-; entonces, quizás habría que estudiar 
circunstancias particulares que se podrían instrumentar en momentos de crisis. 


Creo que avanzamos mucho en la reforma de la seguridad social cuando establecimos la condición de que a 
los 58 años, con 28 años de trabajo, se puede acceder a un seguro de paro especial por dos años, pero hay que 
ver sin podemos construir otros mecanismos que puedan flexibilizar ese criterio en condiciones especiales - 
pienso que es lo que ustedes están buscando-, está claro que en un escenario no deseado. Nadie quiere que la 
fábrica esté en dificultades y que la decisión sea la del recorte de personal. 


SEÑOR PUIG (Luis).- En el día de hoy coincidió la visita de dos delegaciones de compañeros del 
interior del país y tenemos Asamblea General a la hora 14, por lo que no tendremos otra salida que 
levantar esta sesión. Ahora bien, me parece que hay que impulsar todas las alternativas que planteaba 
el presidente, compañero Andrade. Existe la necesidad de contribuir por parte de la Comisión a 
generar un ámbito de negociación directo de los trabajadores con la empresa. Allí, seguramente, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tendrá herramientas para profundizar en esa situación, pero 
también las tendrá la Comisión y, en todo caso, la convocatoria a la empresa para analizar este tema, 
puede ser un elemento que ayude a lograr mejores condiciones para poder generar un ámbito de 
negociación en serio. Muchas veces nos encontramos con que, ante situaciones difíciles, de crisis, de 
pérdida de mercados o de problemas económicos varios, las empresas no tienden a generar ámbitos de 
negociación, sino a cerrarse, a definir por sí solas, a no discutir. Y acá me parece que el conocimiento 
de los trabajadores de la realidad de su industria, y su natural preocupación de que se mantenga la 
fuente de trabajo, la unidad productiva y los puestos de empleo, es fundamental para que la empresa 
entienda que no puede prescindir de los trabajadores. 


Hay otros temas que ustedes planteaban que tienen que ver con una competencia del Poder Ejecutivo. En ese 
sentido, me parece que hay que utilizar todos los ámbitos directos que podemos tener con el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, que vino a la Comisión una vez que se instaló la Administración y planteó que 
iba a estar abierto a discutir, a prevenir situaciones y a trabajar conjuntamente con nosotros para prevenir 
estas situaciones. 


Por lo tanto, en una coyuntura de espacio muy reducido, por el tiempo de que disponemos hoy, debemos 
habilitar los mecanismos para seguir trabajando con ustedes, a fin de buscar esas soluciones, sabiendo que 
nadie va a prometer que son salidas fáciles, porque en realidad todas ellas son complejas. Pero sí nos 
comprometemos a trabajar en serio junto con ustedes, no solo en el ámbito de la Comisión, sino conformando 
un grupo de trabajo o lo que sea. En fin, se trata de ver de qué manera se puede contribuir y estoy seguro de 
que la unanimidad de la Comisión está parada de esa manera. 


SEÑOR BURGUEÑO (Julio).- No quisiera dejar pasar la preocupación que tenemos por los 
trabajadores de Urukor que están en una situación muy complicada: viven en un barrio carenciado y 
con muchas dificultades. Se trata de trabajadores que aún trabajando no les sobraba mucho, por lo 
que me gustaría estudiar qué caminos podemos lograr ante esta cerrada negativa de Economía de 
ampliar el seguro de paro, teniendo en cuenta el informe de Inacoop de que es una empresa viable y 
que, de aprobarse el Fondes, este sería uno de los primeros proyectos que se financiaría. Manifiesto, 
entonces, mi especial preocupación en este sentido y aprovecho para reiterar el planteo de analizar qué 
se puede hacer porque, realmente, esta gente está pasando mal, cuando ha seguido cuidando la fábrica: 
eso es algo que no sale en la prensa. Hay cincuenta compañeros, entre algo más de cien de la plantilla, 
que siguen yendo todos los días a cuidar la fábrica -ahora de a dos, porque de noche la situación es 
complicada- para se pueda poner en funcionamiento: simplemente, quería resaltar esto. 


Hemos golpeado todas las puertas posibles y, lamentablemente, la respuesta siempre es: "Cambia de puerta”. 
En verdad ya tengo los nudillos gastados de golpearlas, sin tener ninguna respuesta para los compañeros. Y la 
situación se agrava por la respuesta que ahora le tengo que dar a los compañeros cuando me mandan 
mensajes de texto y me dicen: "No hay extensión del seguro para nosotros, pero sí la hubo para otros". Me 
parece que esa es una cuestión muy injusta: los compañeros de Alas-U deben tener la extensión del seguro de 
desempleo, pero considero que es injusto dejar de atender a estos otros trabajadores que están en una 
situación muy complicada. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- Quisiera aclarar que en el día de ayer estuve con la compañera de Alas- 
U y le pregunté si estaban solicitando el seguro de paro, pero no es así, y el Poder Legislativo no cursó 
ninguna minuta en ese sentido. Digo esto para que quede constancia en la versión taquigráfica. Quizás 
haya solicitado el seguro de paro gente que no está dentro del proyecto. Yo le formulé esa pregunta, 
porque el Inacoop está trabajando con los compañeros de Alas-U; nosotros estamos trabajando duro y 
mañana, junto con otro legislador, tenemos una reunión con el presidente de la Dinacia, en función de 
acelerar el permiso que hace un año los tiene dando vueltas. Ya se les dieron los fondos para despegar, 
ya vino el segundo avión, pero los compañeros todavía no despegan. 


Con respecto a la situación de la cartonería, habría que cursar una minuta de comunicación al Poder 
Ejecutivo. Luego es su potestad otorgar lo que se pide: el mecanismo simplemente dispara la solicitud. 
Precisamente, hoy firmamos una minuta por la gente de Pressur ya que, si bien cerró en Colonia por 
problemas de mercado, los compañeros nos plantearon que debido al remate que quizás haga el Banco 
República, tienen la necesidad de mantener el grupo de trabajadores: el talento que hace al oficio. 


Además, hay que tener en cuenta lo que están diciendo los compañeros del gremio, en el sentido de que si 
hay un informe positivo del Inacoop, apenas se establezca el Inacoop-Fondes este es uno de los proyectos que 
va a tener en cuenta rápidamente. Me parece que esto es algo positivo, porque cuando uno aspira cursar una 
minuta de comunicación para expresar una aspiración de extensión del seguro de paro, explica por qué lo 
hace. Y acá está claro que está en curso la aprobación de la ley, que ya tiene media sanción, y que cuando se 
aplique a la brevedad, este será uno de los emprendimientos considerados por Inacoop-Fondes. 


SEÑOR MARTÍNEZ (Alejandro).- Quisiera destacar que hace unos diez días tuvimos una reunión en 
la Dinatra y, si bien hoy estamos buscando alternativas de seguro de paro, jubilación anticipada o ese 
tipo de soluciones, lo primero que quisimos como sindicato fue que la gente trabajara y que las plantas 
funcionaran en forma normal, pero el tema fue muy dinámico. Esto se lo planteamos a Castillo en la 
Dinatra y al otro día la fábrica se comunica con nosotros y nos dice que va a parar la planta por tiempo 
indeterminado. 


Entonces, quería que quede bien claro que la primera postura del sindicato fue que los compañeros trabajaran 
en condiciones normales. 


Finalmente, quisiera que se me aclare cómo funciona el mecanismo de los 2 años de seguro de paro, a los 58 
años de edad. 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Andrade).- Lo que logramos con la reforma es que si una persona tiene 
58 años de edad y queda sin trabajo, puede pasar a seguro de paro por 2 años, lo cual sirve como 
prejubilatorio. 


SEÑOR MARTÍNEZ (Alejandro).- Nosotros tenemos el planteo de varios compañeros -que, reitero, no 
son muchos- quienes, debido a la edad, quedaron atrapados dentro del corralito cuando quisieron salir 
de las Afap. Tengo entendido que el prejubilatorio es un porcentaje sobre la jubilación que viene por el 
lado del BPS. 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Andrade).- En este caso serían 2 años de seguro de paro: a los 58 años 
de edad, la persona puede pasar al seguro por 2 años, en vez de uno. 


SEÑOR MARTÍNEZ (Alejandro).- La propuesta es para las personas que tienen menos de 58 años: 
han llamado gente con 57 años, a la que le proponen despido en cuotas, un año de seguro de paro y 
después pasarían a estar prejubilados. El cálculo de esa prejubilación es un porcentaje de la jubilación 
del BPS, no de la Afap. Entonces, uno de los planteos podría ser que de manera excepcional -reitero 
que no son muchos: es un grupito de personas- los fondos que están en la Afap pasen directamente al 
BPS, y el porcentaje del prejubilatorio aumentaría. Esto sería para incentivar el retiro de los 
compañeros y generar los espacios para los muchachos jóvenes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Andrade).- Si no se hace uso de la palabra, solo resta agradecer la 
presencia de nuestros invitados. 


(Se retira la delegación del Centro Unión Obreros Papeleros y Celulosa de Juan Lacaze) SEÑO 


(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato Único Gastronómico y Hotelero del Uruguay y de 
trabajadores de La Pasiva de Maldonado) 


Es un placer recibir a una delegación del Sughu, integrada por los señores Jorge González, Secretario de 
Finanzas, y Oscar Andino, Secretario Departamental de Maldonado; y a los delegados de La Pasiva, Zuleika 
Lema, Luisa Alonzo y Elbio Balderramos. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Jorge).- Agradecemos a la Comisión por recibirnos. Quisiéramos trasladar las 
disculpas de la secretaria general, que no pudo concurrir por problemas de salud. 


SEÑOR ANDINO (Óscar).- Quiero manifestar que hoy llevamos veintidós días de ocupación en La 
Pasiva de Maldonado debido a salarios impagos, incumplimiento de acuerdos en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, deudas de horas extra, media hora y días libres trabajados. Es una 
situación inédita para nuestra rama de actividad. Esto de estar ocupando un establecimiento es nuevo. 
Generalmente, las movilizaciones se debían a represión antisindical, como le sucedió a los compañeros 
que trabajan en las aerosillas de Piriápolis o a un compañero del Hotel del Lago, que fue despedido. 
Hay una sistematización de acciones de la Asociación de Hoteles y Restaurantes del Uruguay, que 
nuevamente ha recibido una prebenda que afecta a todos los uruguayos: no habrá cambio de horario. 
Esto surgió después de una reunión con la Cámara Uruguaya de Turismo, porque era una de las cosas 
que estos empresarios, muy llorones, pedían. No muestran los números de la situación real de cada 
empresa y dicen que los márgenes de ganancia se han acotado, que la competencia es mucha, que se 
han generado veinte emprendimientos hoteleros y que se han abierto cuarenta o cincuenta restoranes. 


Nosotros, por otra parte, estamos en pleno cierre y discusión de los consejos de salarios. 


Acá hay una sistematización de la AHRU en cuanto al ataque al sindicato. En el año 2005 en Maldonado 
había cero afiliado, hoy hay 3.500 afiliados, 600 ó 700 cotizantes al día, en un sindicato que viene en proceso 
de movilización. 


Acá venimos a denunciar concretamente lo que son las sociedades anónimas y la poca responsabilidad y poco 
peso que tienen las leyes y la justicia en Uruguay. 


Queremos denunciar al empresario Daniel Caruso, porque los que pagamos los platos rotos en sus empresas 
siempre somos los trabajadores. Estamos reclamando salarios impagos e incumplimientos. Este empresario 
abrió un nuevo restorán en Maldonado que se llama El Lugar, en el que también han pasado veinte 
trabajadores que no han cobrado o les ha pagado de a pucho. Es una situación preocupante. 


SEÑORA LEMA (Zuleika).- Dentro de ese convenio que señaló el señor Andino, también hay despidos 
que no están pagos. 


En conclusión, el señor Daniel Caruso, no cumple con nada. Yo trabajé ahí; no cumple con BPS, no cumple 
con DGI, no cumple con proveedores, no cumple con despidos, no cumple con la media hora, no cumple con 
uniformes, no cumple con higiene, no cumple con nada. 


Hace veinte días que estamos ocupando La Pasiva y nadie nos dio una mano. Estamos reclamando nuestros 
derechos y el señor no se ha presentado; nadie nos ha dado una solución. 


Personalmente, como ciudadana y empleada me preocupa muchísimo que a una persona que tenga tantos 
incumplimientos ante la ley no haya nadie que la llame y se haga cargo de su accionar. 


SEÑORA ALONZO (Luisa).- Soy delegada sindical y fui mandada a seguro de paro por exigir lo 
mínimo: el uniforme y la media hora. Además, en el Ministerio se pactó que iba a poner la empresa en 
regla y hasta el día de hoy nunca se cumplió. También quiero manifestar abusos psicológicos y verbales 
por parte de la patronal hacia algunos compañeros; muchas injusticias vividas. Lo denunciamos en 
varias oportunidades por la forma de trabajo: el hollín se nos caía en la cara, había mucho humo y la 
comida que nos daban realmente no era digna: menudos de pollo que hace dos años que estaban en el 
freezer; eso era lo que nos daban de comer. ¿Dónde están nuestros derechos? Tocamos puertas pero 
nadie nos responde. 


Cuando hay elecciones se acercan y escuchan al pueblo pero cuando nosotros realmente necesitamos ¿dónde 
están? Son muy pocas las personas que han estado como, por ejemplo, el señor Puig que se nos acercó y se lo 
agradecemos. La población también nos apoyó y nos alcanzó unos fideos porque no teníamos qué comer. 


Yo estoy en el seguro de paro y cobro $ 2.600. ¿Dónde están mis aportes? Hace seis años que trabajo ahí y 
hace dos años que no tengo aportes al BPS y se lo reclamé. Me respondió que fuera al Ministerio. Pero vas al 
Ministerio, firmás acuerdos donde dice que ellos se hacen cargo de deudas, pero luego no hay una ley que les 
exija que se hagan responsables. 


¿Dónde estamos parados? Este es un país para algunos. Sinceramente, me he desilusionado mucho; disculpen 
si he ofendido a alguien pero es la realidad. 


Una noche se presentaron y nos cortaron los cables de la luz. Si no fuera por el sindicato de AUTE que nos 
volvió a conectar la luz, quedábamos todos pegados. Llegaron a amedrentarnos, a acusarnos de haber roto 
vidrios, pero llegó el comisario y comprobó que eso no era así. 


Muchos políticos se llenan la boca hablando, no estoy señalando a nadie en particular, que cada uno se ponga 
el poncho que le quepa. Yo soy una ciudadana como cualquier otra, pago mis impuestos y hago lo mejor que 
puedo. Por lo menos, exijo que lo que trabajé me lo paguen, que alguien se haga cargo, y que lo que me 
sucedió a mí y a mis compañeros no le pasa a nadie más. 


SEÑORA LEMA (Zuleika).- Lo que pedimos es que el dueño de La Pasiva, Daniel Caruso, se haga 
cargo de las deudas, de los empleados, de los despidos, media hora y demás. Puede hacerse cargo, no se 
trata de una persona que no cuente con el capital para eso. Él tiene una casa de dos millones y medio 
de dólares en Punta del Este, vive en la rambla, tiene tres negocios más en Buenos Aires, tiene negocios 
en Salto, tiene para pagar. Lo que pasa es que, lamentablemente, hay mucha coima, sobre todo en 
Maldonado y me hago cargo de lo que digo porque lo vi. La Pasiva tenía el cierre por parte del 
Departamento de Higiene; no podía estar abierta en las condiciones que está. Yo hablé con la Directora 
de Higiene y me dijo que era imposible que ese lugar siguiera abierto. Enseguida se le informó al 
dueño, Daniel Caruso, de esta situación. A los diez minutos volvió a llamar el empresario para 
informarnos que iban a venir tres personas del Departamento de Higiene a decirnos qué teníamos que 
sacar. Y nunca cerró La Pasiva. Lamentablemente -me hago cargo de lo que digo-, hay coimas. El 
señor tiene plata para pagar todo lo que debe tanto a nosotros como al Estado. Tiene una deuda muy 
grande con DGI, no sé por qué no está clausurada La Pasiva. Lo mismo sucede con BPS, donde firmó 
contratos para ponerse al día y no paga; no entiendo por qué BPS no cierra el negocio. Este señor esta 
en infracción no solo con los empleados - nosotros venimos acá a reclamar lo nuestro- sino también con 
el Estado y nadie hace nada, es increíble. Estafa a los trabajadores, estafa al Estado y nunca lo llaman 
a declarar para que se haga cargo. 


Lo que buscamos es una respuesta, una solución. Estamos en el Parlamento, alguien que nos escuche y que 
accione ante esto que les estamos contando, que no es mentira. Pueden averiguar, fíjense si la empresa está al 
día con DGI, con BPS y se van a dar cuenta que no. 


Me fui hace un año y me robó dos meses de BPS. Me fui en el mes nueve y cobré miserias. Ganaba $ 25.000 
en la mano y me aportaba por $ 12.000; me dejó sin sociedad para mi hija y para mí, y como yo hay diez 
personas más, además de dieciséis que están activas, y el señor está tranquilo. ¿Por qué está tranquilo? Si 
alguien tiene empresa y está en falta, cómo puede ser que esté tan tranquilo en su casa de dos millones de 
dólares comiendo un asado, mientras deja a veinte personas en la calle. Tuvimos que hacer una olla popular 
para poder solventar los gastos, porque tenés que pagar la luz, el agua y darle de comer a tus hijos. 


Queremos respuestas; queremos que alguien nos ayude. 
SEÑOR BALDERRAMOS (Elbio).- Quiero contarles por qué llegamos a esto. 


La empresa aduce que ellos tienen hasta el día 10 para pagar los sueldos. El mes pasado llegó el 10 y la plata 
no estaba y entre todos los compañeros decidimos no trabajar. 


A la hora 11 resolvimos trabajar porque supuestamente iban a aparecer con unos cheques para pagar los 
sueldos del turno de la tarde y de la noche; a la hora 11 y 30 UTE le corta la luz a la empresa por no pagar. 
Dijimos: "No hay luz, no trabajamos". El viernes me llama un representante del señor Caruso para decirme 
que la plata estaba, que empezáramos a trabajar, que las otras deudas que se estaban generando se sacaban de 
la facturación del día. Vengo al local, aviso a los compañeros pero no tuve respuesta hasta las 19 y 30 horas 
cuando me llaman y me dicen: "Hay $ 75.000, es lo que tenemos y, además, hay dos despidos por mala 
conducta”. Supuestamente, nos dijeron que un compañero había amenazado de muerte al director de la 
empresa que es el señor Lencina. Dijimos que no aceptábamos. Siguieron diciendo que la plata estaba, pero 
averiguamos y los cheques eran para agosto. Decidimos ocupar; a los dieciséis días de ocupación resolvimos 
vender chorizos, tortas fritas, pasteles para solventar los gastos, pero aparece el alcalde de Maldonado y nos 
dice que no podíamos vender, porque no teníamos permiso. Le explicamos la situación. Supuestamente, el 
alcalde recibió un llamado y se pueden imaginar de quién pudo haber sido, si no fue del director fue de 
Caruso, a quien, supuestamente, el alcalde no conoce, pero hemos visto invitaciones a comidas en la casa de 
Caruso en Punta de Este. 


Luego fuimos recibidos por el edil Ancheta que nos dio una mano. 
Actualmente, estamos esperando respuestas y soluciones. 


Sé que da acá no va a salir una solución; no lo van a traer a Caruso, pero esperemos que se haga algo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Seguro que lo vamos a citar. 


SEÑOR PUIG (Luis).- El Sughu había alertado la situación de los trabajadores de La Pasiva y nos dio 
detalles sobre las características de este conflicto, que tienen que ver con el incumplimiento absoluto 
por parte del propietario del emprendimiento respecto a los créditos laborales y los compromisos 
asumidos cuando se desarrolla un emprendimiento productivo. Esto implica adeudos anteriores, y 
desconocimiento absoluto del compromiso ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por parte 
de la patronal. Los delegados decían con mucha claridad que acá no se trata de alguien que tuvo 
dificultades en un emprendimiento por una situación de insolvencia, por haberse fundido y le están 
reclamando cosas que no puede pagar. En todo caso, acá estamos en presencia de una violación 
contumaz de todos los derechos de los trabajadores. 


El señor sindicado como el dueño del emprendimiento tiene varios, algunos que hoy funcionan en los 
departamentos de Maldonado y Salto, también en Buenos Aires. Esta persona ha generado permanentemente 
una actitud en la cual los perjudicados siempre fueron los trabajadores. Tuve oportunidad de estar con los 
compañeros en la ocupación del local de La Pasiva en Maldonado y he visto una actitud de solidaridad de 
gremios del departamento y del Sughu. 


Considero que una vez más el Estado debe hacer jugar elementos de presión que tiene a su favor. Para ser 
claros: si esta situación queda librada a la fuerza del empresario y de los trabajadores de La Pasiva, por 

supuesto que con la solidaridad del Sughu y de otros gremios de Maldonado, realmente no hay demasiada 
solución, se van a avasallar los derechos de los trabajadores. Por eso digo que hay varios componentes del 


Estado que pueden jugar haciendo cumplir las obligaciones. Uno es el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social que ha tomado el tema y que en su ámbito se discutieron y firmaron documentos. Por otra parte, 
considero que estas actas que presentaron los compañeros habría que derivarlas al Banco de Previsión Social, 
al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y a la DGI. En todo caso, habría que ver de qué manera estos 
incumplimientos con los trabajadores también lo son con los organismos del Estado. Digo esto porque 
históricamente a Maldonado se lo sitúa como la locomotora del desarrollo del turismo, de los 
emprendimientos turísticos y gastronómicos -el Sughu nos ha enseñando mucho de ello- y vemos que los 
trabajadores quedan a pie permanentemente. Esto lo vemos en los despidos de los hoteles: cuando les va un 
poquito menos bien que lo habitual en la tasa de ganancia, la variable de ajuste son despidos, cambios en las 
condiciones de trabajo, rebajas salariales y demás. 


Comprendo el planteamiento de los trabajadores en cuanto a las dificultades para obtener apoyo y respaldo, 
pero creo que más allá del respaldo natural que debe haber a los trabajadores, el Estado debe obligar a 
aquellas personas a cumplir con los compromisos asumidos. Acá hay una conjunción de cosas para hacer: 
denunciar ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, convocar al empresario y, también, a la AHRU. 
Permanentemente, hemos recibido en esta comisión a la Asociación de Hoteles y Restaurantes del Uruguay, 
cuando se intentó evitar la aprobación del proyecto de ley sobre el trabajo gastronómico donde se 
determinaron elementos básicos como, por ejemplo, el descanso entre jornada y jornada y su descanso 
semanal. La AHRU vino en varias oportunidades a oponerse a los derechos de los trabajadores. Creo que no 
solo esta situación es responsabilidad de los empresarios sino también de la AHRU. Me hago responsable de 
lo que digo. Por lo tanto, me parece que hay que convocarlos a ambos y elevar las actas al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, al BPS y a la DGI. Además, debemos preguntar a los trabajadores qué mano 
podemos dar en este asunto. No podemos comprometernos a ganar sino que nos comprometemos a pelear 
junto con ustedes; es lo único que podemos hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos claro que la circunstancia de los trabajadores vinculados al sector 
gastronómico es muy compleja. Yo vengo de una rama de actividad que también tiene su costado en 
Maldonado. Muchas de nuestros compañeros y compañeras de Maldonado trabajan en el sector 
gastronómico, en limpieza o en una actividad vinculada al turismo y tenemos claro lo complejo que es 
ahí remar con las condiciones de trabajo, el cumplimiento de la normativa, etcétera. Esta todavía es 
una batalla profunda. 


Nosotros acá tenemos alguna dificultad: vamos a convocar al empresario sabiendo que no tenemos las 
herramientas que tiene el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para sancionarlo si no asiste. Acá lo 
invitamos, si viene le podemos dar con un caño y, si no viene, no tenemos ningún mecanismo para cobrarle 
alguna UR. 


Me gustaría saber si tienen instancias abiertas en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o si se cerró la 
negociación en la Dinatra. 


SEÑOR ANDINO (Óscar).- El día jueves se cierra la instancia donde teníamos los elementos de pago 
del salario; además había unos cheques por la mitad del monto de lo adeudado al día de hoy. Los 
trabajadores deponían cobrar el aguinaldo hasta el 15 si se hubiere solucionado el día viernes o sábado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Eso fue el jueves pasado, y se incumplió? 


SEÑOR ANDINO (Óscar).- Sí. Ahora de acá para adelante tendríamos un interventor; estamos 
negociando con la empresa los compañeros que se harían cargo de la intervención de la caja, porque 
habíamos nombrado a tres y la empresa rechazó a dos. Propusimos dos nuevos delegados, pero aún no 
contestó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como esta persona tiene otros negocios en Maldonado, quisiera saber si esos 
trabajadores están sindicalizados. 


SEÑOR ANDINO (Óscar).- Cuando abrieron esta casa en diciembre había compañeros de la 
construcción delegados de obra que estaban haciendo la changa de la temporada como parrilleros y los 


despedían antes de llegar a los tres meses. Con esto quiero decir que la rotación es muy alta y no 
podemos sindicalizar a los compañeros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, en los demás negocios que esta persona tiene, los trabajadores no 
están sindicalizados. 


SEÑOR ANDINO (Óscar).- Es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo ir al lugar para saludar a los compañeros. Por otra parte, 
podríamos citar al empresario y a la cámara, y pasar los temas a BPS y a la DGI sabiendo que hoy lo 
central es que se resuelva la parte económica. Después tendríamos que ver cómo generar una discusión 
más profunda porque cerrar un lugar donde hay un sindicato y luego abrir en otro donde no hay 
sindicato, es una práctica que después te va carcomiendo. Nosotros estamos acostumbrados a la 
industria de la construcción y a ver realidades distintas, pero acá llegamos a ver call center donde le 
pegan a las mujeres y cuando se quieren organizar, cierran y abren en otro lado. Gozan de una 
impunidad tremenda porque los mecanismos que tenemos para apretar son laxos. Falta mucho todavía 
para construir una lógica que supere la impunidad patronal que existe. 


Voy a dar un ejemplo claro. Si una empresa estafa en sus aportes al Estado puede ir presa por defraudación 
fiscal; si una empresa estafa en su aporte al trabajador, aporta menos jornales, el trabajador tiene que hacer un 
juicio, ganarlo en el BPS y le pagan en cuotas. O sea que el andamiaje jurídico e institucional está armado de 
forma tal que la demanda laboral presenta múltiples dificultades. Muchos de estos temas hay que resolverlos 
de fondo más allá de ir a lo puntual. 


Si se frustró esa instancia en el ministerio, propongo convocar a la empresa y a la cámara para que nos den 
respuestas. Además, deberemos mantenernos en contacto por si existieran avances en negociación y darnos 
una discusión más de fondo con el sindicato para ver qué mano podemos dar a fin de organizar un sector que 
sabemos que es muy complejo, peor en Maldonado que se mueve al ritmo de la temporada. Por lo tanto, el 
lapso breve en el trabajo hace que sea más difícil tener una organización estable. 


SEÑORA LEMA (Zuleika).- Quisiera saber si se puede hacer cumplir el convenio que firmó la empresa 
donde dice que está de acuerdo en pagarnos $ 100.000 por mes. El 10 de este mes va a ser el cuarto mes 
que no nos abona y se firmó ante el ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahí el que tiene las herramientas es el ministerio. Lo que digo es que el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tiene forma para hacer cumplir el convenio, por ejemplo, 
puede multar a la empresa que incumple. En general, si una empresa paga fuera de fecha y va a 
jurídica y se demuestra el incumplimiento laboral tiene posibilidad de aplicar una multa. El problema 
es que de esa multa para el trabajador va cero. El ministerio tiene todo un proceso de protocolo en caso 
de incumplimiento laboral que puede generar multas. Esa consulta la podemos hacer aunque los 
trámites son engorrosos en general. Por ejemplo, si pasó el quinto día hábil y una empresa no me paga, 
el ministerio constata el incumplimiento laboral y termina multando a la empresa. Lo mismo ocurre 
cuando no asiste al ser convocado; el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tiene más herramientas 
que nosotros. En ese sentido digo que el ministerio es seguro. Pero la eficacia de esa herramienta es 
muy poca; por lo general son una o cinco UR; a veces los procedimientos son largos y los trámites 
jurídicos para dictar sentencia también lo son. Creo -esta es una opinión personal y no de los miembros 
de la comisión- que hay todo un andamiaje jurídico funcional a la impunidad patronal que viene del 
fondo de la historia. Pero sí tiene mecanismos el ministerio para sancionar a la empresa que incumple 
las normativas laborales. 


SEÑOR BALDERRAMOS (Elbio).- Me gustaría conocer si hay algún mecanismo que pueda 
embromar a esta empresa por los negocios que tiene en Buenos Aires, porque esta persona allá ha 
salido en revistas y figura como dueño de La Pasiva de aquella capital. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el primer mecanismo que deberíamos aplicar es el de solidaridad 
con los sindicatos argentinos y ahí la central tiene cómo hacerlo. Además, hay relación con la CGT y la 


CTA y podemos preguntar si tienen posibilidad. Con los sindicatos argentinos hemos logrado destrabar 
exportaciones de la Cooperativa Olmos en momentos en que estaban con el dumping, pero me parece 
que en esta circunstancia le corresponde actuar el Sughu con sus pares de Argentina, y así generar 
denuncia pública. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Jorge).- En nombre de mis compañeros, quiero agradecer a la comisión por 
habernos recibido y tratemos de encontrarnos en otra instancia a fin de hablar más a fondo sobre este 
asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La semana que viene convocaríamos a la empresa; esperemos que venga. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


